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I  LA DESCENTRALIZACION   

La descentralización es uno de los principios jurídicos de la orga-
nización del Estado, relacionados con la competencia. Se trata siempre 
de una forma de desviación de la competencia, consistente en su trans-
ferencia por parte de una persona jurídica estatal político-territorial 
hacia otra u otras personas jurídicas estatales distintas. Por tanto, im-
plica una distribución de competencias, pero no entre órganos de una 
misma organización jerárquica, sino entre sujetos de derecho diferen-
tes, mediante la transferencia de la competencia hecha a personas jurí-
dicas distintas del ente transferente. 

En la delegación y en la desconcentración administrativas también 
opera una distribución de competencias, pero dentro de una misma 
organización jerárquica, entre órganos de la misma. La descentraliza-
ción, en cambio, es una transferencia de competencias entre sujetos de 
derecho con diferente personalidad jurídica, por ejemplo, entre el Es-
tado nacional y un instituto autónomo.  

Por ello se puede afirmar que en la desconcentración y en la dele-
gación la relación que se establece es entre órganos diversos; en cam-
bio, en la descentralización, la relación se establece entre diversos suje-

                                           
*  Documento preparado para el Segundo Congreso Nacional de Derecho Administrati-

vo. El derecho administrativo como instrumento para mejorar la calidad de vida, 
Pontificia Universidad católica del Perú, Facultad de Derecho, Lima, Perú, 27 al 29 de 
abril de 2006.  
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tos de derecho, es decir, entre personas jurídicas distintas1. 

1.  Las formas de la descentralización 

Las diversas formas de descentralización derivan por tanto, de los 
sujetos de derecho a los cuales se les van a transferir competencias, que 
pueden ser sujetos de derecho público o de derecho privado, creados 
por el Estado para tales fines, de acuerdo al marco jurídico del derecho 
público o del derecho privado.  

En cuanto a los sujetos de derecho público descentralizados, éstos 
pueden ser los que conforman la organización política de un país de-
terminado; por ejemplo, en el caso de Venezuela, como Estado federal, 
la República, los Estados y los Municipios. Cuando la transferencia de 
competencias se produce entre estos entes, estamos en presencia de 
una descentralización política, o distribución de competencias entre 
órganos político-territoriales, en un proceso que en general está regu-
lado por el derecho constitucional, pues incide en la distribución verti-
cal del poder del Estado. 

Pero la descentralización también puede ocurrir hacia entes que 
pueden ser creados por algunos de esos entes político-territoriales, los 
cuales, a su vez, pueden o no tener un ámbito territorial. En este caso, 
estamos en presencia de una descentralización administrativa o fun-
cional, en general regulada por el derecho administrativo, ya que inci-
de en la organización de la Administración Pública. 

De esta distinción general resultan las dos formas generales de la 
descentralización antes indicadas, las que por ejemplo, distingue la Ley 
Orgánica de la Administración Pública de Venezuela2: la descentraliza-
ción política o territorial y la funcional.  
                                           
1  Véase en general, Allan R. Brewer-Carías, Derecho Administrativo, Tomo I, Universidad 

Externado de Colombia, Bogotá 2005. 
2  Véase Ley Nº 40, en Gaceta Oficial No. 37.305 de 17-10-2001. Véase Allan R. Brewer-

Carías y Rafael Chavero G., Ley Orgánica de la Administración Pública, Editorial Jurídica 
venezolana, Caracas 2002.   
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En efecto, en cuanto a la descentralización territorial, esta Ley Or-
gánica dispone que con el propósito de profundizar la democracia y de 
incrementar la eficiencia y eficacia de la gestión de la Administración 
Pública, se pueden descentralizar competencias y servicios públicos de 
la República a los Estados de la federación y a los municipios, y de los 
Estados a los municipios, de conformidad con la Constitución y la ley 
(Art. 30). Esta norma recoge, así, los principios descentralizadores que 
están establecidos en los artículos 157, 158 y 165 de la Constitución ve-
nezolana de 1999. 

En cuanto a la descentralización funcional, el artículo 29 de dicha 
Ley Orgánica dispone que los titulares de la potestad organizativa 
pueden crear entes descentralizados funcionalmente cuando el mejor 
cumplimiento de los fines del Estado así lo requiera, en los términos y 
condiciones previstos en la Constitución y en la Ley3. El mismo artículo 
29 de la Ley Orgánica establece los siguientes dos tipos de entes des-
centralizados funcionalmente: 

En primer lugar, los entes descentralizados funcionalmente con for-
ma de derecho privado, los cuales están conformados por las personas ju-
rídicas constituidas y regidas de acuerdo a las normas del derecho pri-
vado en los términos de la misma Ley Orgánica, y que son de dos ti-
pos: 

a. Entes descentralizados funcionalmente sin fines empresariales, que son 
aquellos entes descentralizados funcionalmente que no realicen actividades 
de producción de bienes o servicios destinados a la venta y cuyos ingresos o 
recursos provengan fundamentalmente del presupuesto de la República, los 
estados, los distritos metropolitanos, o los municipios. 

b. Entes descentralizados funcionalmente con fines empresariales, que son 
aquellos cuya actividad principal sea la producción de bienes o servicios des-
tinados a la venta y cuyos ingresos o recursos provengan fundamentalmente 
de esta actividad. 

                                           
3  Véase en general Jesús Caballero Ortiz, “La descentralización funcional”, en Revista de 

Derecho Público, Nº 8, Editorial Jurídica venezolana, Caracas 1981, pp. 5 y ss.   
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En segundo lugar, están los entes descentralizados funcionalmente 
con forma de derecho público, conformados por aquellas personas jurídi-
cas creadas y regidas por normas de derecho público, las cuales pue-
den perseguir fines empresariales o no empresariales, al igual que 
pueden tener atribuido el ejercicio de potestades públicas4. En relación 
con estos últimos, sólo por ley pueden crearse las personas jurídicas de 
derecho público como los institutos autónomos; principio que deriva 
de lo dispuesto en el artículo 142 de la Constitución que recogió la dis-
posición del artículo 230 de la Constitución de 1961 al prever que los 
institutos autónomos sólo pueden crearse por ley; y que tales institu-
ciones, así como los intereses públicos en corporaciones o entidades de 
cualquier naturaleza, están sujetos al control del Estado, en la forma 
que la ley establezca. 

Por supuesto, tanto en la descentralización funcional como la des-
centralización territorial se transfiere la titularidad de la competencia y, 
en consecuencia, se transfiere cualquier responsabilidad que se pro-
duzca por el ejercicio de la competencia o de la gestión del servicio pú-
blico correspondiente, en la persona jurídica y en los funcionarios y 
funcionarias del ente descentralizado (Art. 32). 

En cualquier caso, lo que caracteriza a la descentralización es que, 
aun cuando hay transferencia de poderes a otros sujetos de derecho, 
todos estos sujetos, en una forma u otra, quedan enmarcados dentro de 
la estructura organizativa general del Estado. Por ello, puede decirse 
que cuando se habla de “sector público”, la expresión se utiliza en el 
sentido de abarcar, por ejemplo en Venezuela, en el campo nacional, a 
la República con todos sus ministerios y demás órganos de su Admi-
nistración Pública central, y a la Administración descentralizada fun-
cionalmente, tenga forma de derecho público o de derecho privado. Y 
en sentido similar, en el campo de los Estados y de los Municipios con 

                                           
4 Véase Allan R. Brewer-Carías, “La distinción entre las personas públicas y las personas 

privadas y el sentido actual de la clasificación de los sujetos de derecho”, Revista de la Fa-
cultad de Derecho, Universidad Central de Venezuela, Nº 57, Caracas, 1976, pp. 115 a 135. 
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sus respectivas administraciones Públicas. 

Este sentido viene corroborado con la previsión del artículo 6 de la 
Ley Orgánica de Administración Financiera del Sector Público5, en la 
cual se establece que están sujetos a las regulaciones de la misma “los 
entes u organismos que conforman el sector público”, enumerados se-
guidamente: 1. La República; 2. Los Estados; 3. El Distrito Metropolita-
no de Caracas; 4. Los distritos; 5. Los Municipios; 6. Los institutos au-
tónomos; 7. Las personas jurídicas estatales de derecho público; 8. Las 
sociedades mercantiles en las cuales la República o las demás personas 
a que se refiere el presente artículo tengan participación igual o mayor 
al cincuenta por ciento del capital social. Quedarán comprendidas 
además, las sociedades de propiedad totalmente estatal, cuya función, 
a través de la posesión de acciones de otras sociedades, sea coordinar 
la gestión empresarial pública de un sector de la economía nacional; 9. 
Las sociedades mercantiles en las cuales las personas a que se refiere el 
numeral anterior tengan participación igual o mayor al cincuenta por 
ciento del capital social; 10. Las fundaciones, asociaciones civiles y de-
más instituciones constituidas con fondos públicos o dirigidas por al-
gunas de las personas referidas en este artículo, cuando la totalidad de 
los aportes presupuestarios o contribuciones en un ejercicio, efectuados 
por una o varias de las personas referidas en el presente artículo, re-
presente el cincuenta por ciento o más de su presupuesto. 

Esto confirma que los entes estatales con forma jurídica de derecho 
privado están integrados dentro de la estructura general del Estado, 
conformando, lo que se denomina sector público. 

Puede haber un tercer tipo de descentralización, además de la des-
centralización territorial y la descentralización funcional, que puede 
denominarse descentralización corporativa, en la cual también se da la 
transferencia de competencia a un sujeto de derecho distinto, de carác-
ter no territorial, pero que tiene forma corporativa, generalmente no 

                                           
5  Gaceta Oficial N° 37.978 del 13 de julio de 2004. 
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estatal. Es el supuesto que opera en Venezuela, por ejemplo, con los 
Colegios Profesionales, los cuales cumplen funciones públicas de con-
trol del ejercicio de una profesión. Pero en estos casos, esta descentrali-
zación corporativa no trae, como consecuencia, que los Colegios Profe-
sionales queden dentro de la estructura general del Estado. El Estado 
les transfiere competencias, por ejemplo, el control del ejercicio de una 
profesión que es una competencia de carácter público, pero aun así, en 
ese caso, esas corporaciones, por su sustrato personal, no están dentro 
del denominado sector público y se consideran personas no estatales. 

Por tanto, la descentralización es una transferencia de competencia 
a sujetos de derecho distinto, lo que la distingue de la desconcentración 
que es una distribución de competencia dentro de la organización de un 
sujeto de derecho público. 

2. Las consecuencias de la descentralización: la autonomía 

Una de las consecuencias fundamentales de la descentralización es 
el hecho de que el ente descentralizado goza, siempre, de cierta auto-
nomía. La autonomía, en todo caso, está en una relación inversa con el 
control: a mayor autonomía reconocida al ente descentralizado, corres-
ponderá, inversamente, menor control ejercido por el ente matriz; y, a 
menor autonomía, mayor control.  

En el caso de la Administración descentralizada territorialmente 
por ejemplo bajo el esquema federal, no existe control ejercido por los 
entes territoriales mayores, ya que hay una mayor autonomía. En cam-
bio, en el caso de los entes descentralizados funcionalmente, por ejem-
plo, de los institutos autónomos, hay menor autonomía, y por tanto, un 
mayor control de tutela. 

La autonomía, en su sentido propio, es la facultad que tienen los 
entes de crear su propio ordenamiento jurídico, esto es, de dictar sus 
propias normas; de aquí que autonomía es equivalente a autonorma-
ción. Puede afirmarse, por tanto, que la autonomía propiamente dicha 
existe en la Administración descentralizada territorialmente. Por ejem-
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plo, en Venezuela, en los Estados, los Consejos Legislativos tienen co-
mo función dictar leyes sobre las materias de competencia estadal. 
Igualmente sucede con los municipios, a los cuales corresponde la ges-
tión de las materias de su competencia, de acuerdo al artículo 168,2 de 
la Constitución, con la potestad de normar mediante Ordenanzas  co-
mo leyes locales. Por tanto, un municipio es autónomo, porque su con-
cejo municipal puede producir sus propias normas, que a nivel local 
son equivalentes a las leyes; de ahí que se hable de leyes locales, en el 
caso de las ordenanzas. 

Un instituto autónomo tiene autonomía porque también, en prin-
cipio, puede darse su propia reglamentación interna, aun cuando esta 
facultad de autonormarse está sometida al control de tutela por parte 
del ministro de adscripción. Normalmente, el reglamento interno de un 
instituto autónomo debe ser aprobado por el ministro de adscripción, 
aun cuando éste no puede dictar directamente esas normas, porque se-
ría contradictorio con el fenómeno de la descentralización. 

Por supuesto, en el caso de la descentralización política o territo-
rial, la autonomía es mayor que en el caso de la descentralización fun-
cional, y paralelamente, en tanto en cuanto la autonomía es mayor, el 
control es menor. Por ejemplo en una federación, materialmente no 
existe ningún mecanismo de control de tutela de la República, respecto 
a los Estados y a los Municipios, porque la autonomía, que es correlati-
va, es mayor. 

Por último, debe señalarse que si bien la descentralización funcio-
nal o administrativa está signada por la búsqueda de la eficiencia de la 
Administración Pública en la consecución de los fines y cometidos del 
Estado; la descentralización política o territorial está esencialmente 
vinculada a la democratización del Estado, para hacer efectiva la parti-
cipación política.  

En las líneas que siguen analizaremos las características funda-
mentales de la descentralización funcional y administrativa, por una 
parte,  y por la otra, de la descentralización territorial o política, y en 
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particular nos referiremos al vínculo entre descentralización política y 
participación ciudadana, particularmente en relación con el ámbito lo-
cal o municipal.   

II.  LOS PRINCIPIOS SOBRE LA DESCENTRALZIACION ADMI-
NISTRATIVA O FUNCIONAL 

Es materia propia del derecho administrativo, como se ha dicho, la 
descentralización administrativa o funcional, la cual implica la transfe-
rencia de competencia desde un ente público territorial a un ente pú-
blico no territorial, por razones de servicio, y no por razones político-
territoriales como en el supuesto de la descentralización territorial6.  

En este tipo de descentralización, como en toda otra forma, se re-
quiere de la presencia de dos sujetos de derecho: el ente transfirente, 
que debe ser de carácter político-territorial (en una federación, por 
ejemplo, la República, los Estados o los Municipios), y el ente receptor 
de la competencia, al cual se le transfieren, que puede preexistir jurídi-
camente, o bien, puede ser creado por el mismo acto que realiza o for-
maliza la descentralización.  

El último en el caso de los institutos autónomos, los cuales, de 
acuerdo a lo previsto en el artículo 142 de la Constitución venezolana, 
sólo pueden ser creados por ley. En esta forma, si para la descentrali-
zación funcional se va a utilizar la forma jurídica de una persona de 
derecho público, el nuevo ente debe ser creado a través de una ley. 

Por tanto, en Venezuela, el Ejecutivo Nacional no puede crear un 
instituto autónomo para transferirle competencias. La creación de estos 
entes se reserva al legislador, por lo que es por la vía legislativa que se 
realiza la descentralización funcional, toda vez que es materia de re-
serva legal la creación de entes de derecho público a través de los cua-

                                           
6  Véase, en general, Fernando Garrido Falla, Administración Indirecta y Descentralización 

Funcional, Madrid, 1950; Allan R. Brewer-Carías, Derecho Administrativo, Tomo I, Uni-
versidad Externado de Colombia, Bogotá, 2005. 
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les se va a realizar la descentralización. 

Pero la descentralización también se puede realizar mediante la 
creación de personas jurídicas con formas de derecho privado, supues-
to en el cual se plantean aspectos diferentes. 

En efecto, en primer lugar, en estos casos no es necesario que el su-
jeto de derecho sea creado por ley, por cuanto los órganos de la Admi-
nistración Pública pueden crear personas jurídicas a través de los me-
dios del derecho privado, por ejemplo, constituyendo una sociedad 
anónima o una fundación por la vía del registro mercantil o del regis-
tro público. Sin embargo, el solo hecho de que no se requiera o no se 
utilice la vía legislativa para crear estos entes, implica una limitación 
respecto de las competencias a transferir, ya que no se le pueden trans-
ferir competencias que estén específicamente asignadas por ley a un 
ente de la Administración Pública central. Siendo en principio la com-
petencia de carácter indisponible, para transferirla sería necesaria tam-
bién una norma de rango legal. 

Por consiguiente, y en virtud de que el acto administrativo o el ac-
to de derecho privado que cree una persona jurídica no pueden trans-
ferir competencias legalmente atribuidas a los órganos administrativos, 
la descentralización funcional que se pretende instrumentar a través de 
estas formas jurídicas será siempre, por ello, mucho más limitada que 
la que se realice mediante la utilización de entes de derecho público. 
En este último caso, al requerirse la vía legal para la creación de éstos, 
la transferencia de competencia puede efectuarse sin ningún tipo de 
obstáculos, ya que la ley puede modificar la asignación inicial de com-
petencia. 

En todo caso, lo que se puede transferir hacia los entes de derecho 
privado es lo que autorice la ley o lo que esté expresamente regulado 
en una ley7.  

                                           
7  Por ejemplo: cuando se creó la "Fundación para el Desarrollo de la Comunidad y Fo-

mento Municipal" (FUNDACOMUN) en 1960, no había ninguna ley que atribuyera a 
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Por lo tanto, la descentralización funcional, a través de formas de 
derecho privado, es mucho más limitada que la descentralización fun-
cional hecha a través de formas de derecho público. 

1.  Las formas jurídicas de la descentralización funcional en la Ley Or-
gánica de la Administración Pública de Venezuela 

Conforme se ha dicho, la descentralización administrativa funcio-
nal tiene por objeto la creación de personas jurídicas a las cuales se 
transfiere la titularidad de determinadas competencias y la responsabi-
lidad de ejecutarlas. Conforme a lo indicado en el artículo 29 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública venezolana, esta descentraliza-
ción funcional puede realizarse mediante la creación de personas jurí-
dicas con forma de derecho público o con forma de derecho privado8. 

A. Formas jurídicas de derecho público: los institutos autó-
nomos  

En la Ley Organiza sólo se regula una de las formas jurídicas de 
derecho público para la descentralización administrativa funcional 
constituida por la figura del instituto autónomo9, el cual se define en el 
                               

ningún órgano público nacional las competencias de fomento municipal y desarrollo 
de la comunidad; pudo, por tanto, el Ejecutivo Nacional, ante tal situación, crear una 
fundación (ente de derecho privado), y atribuirle competencias en el campo de la 
promoción social y de la comunidad. Pero si hubiera habido una ley que atribuyera 
esa competencia a un ente de carácter público, la transferencia de competencias a un 
ente de derecho privado creado por la Administración, no se hubiera podido realizar 
por decreto. 

8 Véase Allan R. Brewer-Carías, Principios del régimen jurídico de la organización adminis-
trativ, Editorial Jurídica venezolana, Caracas 1985, pp. 115 y ss. 

9  Véase en general sobre los institutos autónomos, Jesús Caballero Ortiz, Los Institutos 
Autónomos, Fondo de Inversiones de Venezuela, Editorial Jurídica Venezolana, Cara-
cas, 1984; Tomás Polanco, “Los Institutos Autónomos en Venezuela”, Libro Homenaje a 
Enrique Sayagués Laso, Tomo IV, Madrid 1969, pp. 1073-1086; Juan Garrido Rovira, "El 
Instituto Autónomo como figura de la Administración Pública Nacional Descentrali-
zada en Venezuela" en Revista de Derecho Público, N° 3, Caracas 1980, p. 23-29; y "Des-
cripción de los Institutos Autónomos de la organización administrativa venezolana", 
en Revista de Derecho Público Nº 4, Caracas 1980, pp. 110-116; Juan Olivares Bohórquez, 
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artículo 95 de la misma, como una persona jurídica de derecho público 
de naturaleza fundacional, creada por ley nacional, estadal u ordenan-
za municipal conforme a las disposiciones de esta Ley, dotada de pa-
trimonio propio e independiente de la República, de los estados, de los 
distritos metropolitanos y de los municipios, según sea el caso, con las 
competencias o actividades determinadas en la ley que lo cree10. 

Sin embargo, las formas jurídicas de derecho público estatales no 
se agotan en los institutos autónomos, pues también las corporaciones 
públicas como los colegios profesionales y las comunidades educativas 
como las universidades nacionales son formas jurídicas de derecho 
público estatales para la descentralización funcional.  

La creación de los institutos autónomos sólo puede realizarse me-
diante ley nacional, estadal u ordenanza, conforme lo establece el artí-
culo 142 de la Constitución y el artículo 96 de la Ley Orgánica. Igual-
mente los institutos autónomos sólo pueden ser suprimidos por ley es-
pecial, la cual debe establecer las reglas básicas de la disolución, así 
como las potestades necesarias para que el respectivo ejecutivo nacio-
nal, estadal, del distrito metropolitano o municipal proceda a su liqui-
dación (Art. 99). 

B. Las formas jurídicas de derecho privado 

La Ley Orgánica de la Administración Pública, en cuanto a las 
formas jurídicas de derecho privado de la Administración Pública des-
centralizada funcionalmente, regula tres sujetos de derecho específicos: 
las sociedades mercantiles del Estado, a las fundaciones del Estado y a 
las asociaciones civiles del Estado.  

Tratándose de personas jurídicas de derecho privado, estos entes 
se rigen por la legislación ordinaria, particularmente, la establecida en 
                               

"Los Institutos Autónomos”, en Revista Control Fiscal y Tecnificación Administrativa, N° 
10, Contraloría General de la República, Caracas 1959, pp. 21-22 

10 Véase Jesús Caballero Ortiz, Los Institutos Autónomos, Caracas, Editorial Jurídica Vene-
zolana, 1985.  
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el Código Civil y en el Código de Comercio, salvo lo establecido en la 
propia Ley Orgánica (Arts. 106, 112, 113 y 114)11. 

a. Las empresas del Estado 

El artículo 100 de la Ley Orgánica define a las empresas del Estado 
como las sociedades mercantiles en las cuales la República, los estados, 
los distritos metropolitanos y los municipios, o alguno de los entes 
descentralizados funcionalmente regulados en la Ley Orgánica, solos o 
conjuntamente, tengan una participación mayor al 50% del capital so-
cial12. Conforme a dicha Ley, tanto la República, como los estados, los 
municipios y los distritos metropolitanos, pueden por tanto constituir 
sociedades anónimas y de responsabilidad limitada, incluso como úni-
cos accionistas (Art. 103). 

La creación de las empresas del Estado debe ser autorizada respec-
tivamente por el Presidente de la República en Consejo de Ministros, 
los Gobernadores y los Alcaldes según corresponda, mediante decreto 
o resolución de conformidad con la ley (Art. 101). 

Las empresas del Estado adquieren la personalidad jurídica con la 
protocolización de su acta constitutiva en el registro mercantil corres-
pondiente a su domicilio, donde se debe archivar un ejemplar auténti-
co de sus estatutos y de la Gaceta Oficial de la República o del medio 
de publicación oficial correspondiente donde aparezca publicado el 
decreto que autorice su creación (Art. 101). Además, conforme al artí-
culo 102 de la Ley Orgánica, todos los documentos relacionados con las 
empresas del Estado que conforme al Código de Comercio tienen que 

                                           
11 La Ley Orgánica, en consecuencia, derogó parcialmente el Decreto Ley Nº 677 de 21-6-

85 que estableció las Normas sobre las Fundaciones, Asociaciones y Sociedades Civiles 
del Estado y el control de los aportes públicos a las instituciones privadas. Véase en 
Gaceta Oficial Nº 3.574 Extraordinaria de 21-6-85. Véase en general, Allan R. Brewer-
Carías, “El régimen de las fundaciones en el Decreto Nº 41 de 14-12-84” en Revista de 
derecho Público, Nº 20, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1984, pp. 96 y ss.  

12 Véase Allan R. Brewer-Carías, Régimen de las empresas públicas en Venezuela, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, 1981. 
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ser objeto de publicación, deben publicarse en la Gaceta Oficial de la 
República o en el correspondiente medio de divulgación oficial de los 
estados, de los distritos metropolitanos o de los municipios. 

Corresponde al ministro u órgano de adscripción, nacional, esta-
dal, del distrito metropolitano o municipal respectivo, ejercer, según 
corresponda, la representación del órgano respectivo en la asamblea de 
accionistas u órganos correspondientes de las empresas del Estado que 
se encuentren bajo su tutela (Art. 120). 

En los casos de empresas del Estado nacionales, estadales, de los 
distritos metropolitanos o municipales con un único accionista, el artí-
culo 104 de la Ley Orgánica dispone que los derechos societarios po-
drán ser ejercidos, según sea el caso, por la República, los estados, los 
distritos metropolitanos, los municipios o los entes a que se refiere la 
Ley Orgánica, que sea titular de las acciones en forma unilateral, sin que 
ello implique el incumplimiento de las disposiciones pertinentes del 
Código de Comercio ni las relacionadas con la publicación a que se re-
fiere esta Ley. 

b. Las fundaciones del Estado  

Conforme al artículo 108 de la misma ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública, son fundaciones del Estado los patrimonios afectados a 
un objeto de utilidad general, artístico, científico, literario, benéfico, so-
cial u otros, en cuyo acto de constitución participe la República, los es-
tados, los distritos metropolitanos, los municipios o alguno de los entes 
descentralizados funcionalmente a los que se refiere esta Ley, siempre 
que su patrimonio inicial se realice con aportes del Estado en un por-
centaje mayor al 50% (Art. 108). Dos son, por tanto, las condiciones pa-
ra que una fundación pueda considerarse como fundación del Estado: 
por una parte, que se constituya por un ente público y por la otra, que 
en el patrimonio fundacional inicial haya aporte del Estado mayor al 
50% del mismo. Ambas condiciones deben cumplirse acumulativamen-
te.  
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La creación de las fundaciones del Estado también debe ser auto-
rizada respectivamente por el presidente de la República en Consejo de 
Ministros, los gobernadores, los alcaldes, según corresponda, mediante 
decreto o resolución (Art.109).  

Las fundaciones del Estado adquieren personalidad jurídica con-
forme al artículo 19 del Código Civil con la protocolización de su acta 
constitutiva en la oficina subalterna de registro correspondiente a su 
domicilio, donde se debe archivar un ejemplar auténtico de sus estatu-
tos y de la Gaceta Oficial de la República o del medio de publicación 
oficial estadal o municipal correspondiente donde aparezca publicado 
el decreto o resolución que autorice su creación. 

En el acta constitutiva de las fundaciones del Estado se debe indi-
car el valor de los bienes que integran su patrimonio, así como la forma 
en que deben ser dirigidas y administradas (Art. 111). 

El acta constitutiva, los estatutos y cualquier reforma de tales do-
cumentos de las fundaciones del Estado deben ser publicados en la Ga-
ceta Oficial de la República o en el respectivo medio de publicación 
oficial, estadal o municipal, con indicación de los datos correspondien-
tes al registro (Art. 110). 

Corresponde al ministro u órgano de adscripción nacional, estatal, 
del distrito metropolitano o municipal respectivo, ejercer, según pro-
ceda, la representación del órgano respectivo en los órganos corres-
pondientes de las fundaciones del Estado que se encuentren bajo su 
tutela (Art. 120). 

c. Las sociedades civiles del Estado (nacionales) 

El artículo 113 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
define a las asociaciones y sociedades civiles del Estado como aquéllas 
en las cuales la República o algún ente descentralizado funcionalmente 
nacional posea el 50% o más de las cuotas de participación, y aquéllas 
cuyo monto se encuentre conformado en la misma porción, por aporte 
de los mencionados entes, siempre que tales aportes hubiesen sido 
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efectuados en calidad de socio o miembro. La Ley Orgánica, por tanto, 
no regula las sociedades civiles del Estado que puedan constituir los 
estados, municipios o distritos metropolitanos. 

La creación de las asociaciones y sociedades civiles del Estado de-
be estar autorizada por el presidente de la República mediante decreto, 
o a través de resolución dictada por el máximo jerarca del ente descen-
tralizado funcionalmente, que participe en su creación (Art. 114). El ac-
ta constitutiva de las sociedades civiles del Estado debe indicar el valor 
de los bienes que integran su patrimonio, así como la forma en que se-
rán dirigidas y administradas (Arts. 114 y 111). 

Las sociedades civiles del Estado adquieren personalidad jurídica 
con la protocolización de su acta constitutiva en la Oficina del Registro 
Subalterno correspondiente a su domicilio, donde se debe archivar un 
ejemplar auténtico de sus estatutos y de la Gaceta Oficial de la Repú-
blica, donde aparezca publicado el decreto que autorice la creación 
(Art. 114). El acta constitutiva y estatutos de las sociedades civiles del 
Estado debe ser publicado en la Gaceta Oficial de la República, con in-
dicación de los datos de registro (Arts. 114, 110). 

III. LA DESCENTRALIZACIÓN POLITICA O TERRITORIAL 

La descentralización es política o territorial, como se ha dicho, si la 
transferencia de competencia se realiza desde entes de carácter político 
territorial hacia alguna otra de las personas jurídicas de derecho públi-
co de carácter político-territorial, como por ejemplo, en la federación 
venezolana desde la república hacia los Estados o los Municipios, o 
desde los Estados hacia estos últimos. 

En este campo, en principio, la distribución de competencias la 
hace la propia Constitución, al establecer la distribución del poder pú-
blico en sentido vertical o territorial y la consecuente autonomía a nivel 
de los Estados y Municipios. Por ello, sin perjuicio del interés que el 
derecho administrativo tiene en esta descentralización, su regulación 
básica corresponde al derecho constitucional. Por otra parte, la misma 
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Constitución también consagra el principio de la descentralización 
administrativa hacia los estados y municipios13. 

1.  La distribución vertical de competencias 

A.  La distribución constitucional 

En el caso venezolano, el 156 de la Constitución define las compe-
tencias que corresponden a la República en ejercicio del Poder nacio-
nal; el artículo 165 del mismo texto constitucional enumera las compe-
tencias exclusivas de los Estados, en ejercicio del Poder Estadal; y el 
artículo 178 de la misma Constitución atribuye directamente a los mu-
nicipios una serie de competencias que son las llamadas materias con-
cernientes a la vida local. 

Por otra parte, el artículo 184 dispone que la ley debe crear meca-
nismos abiertos y flexibles para que los estados y municipios descen-
tralicen y transfieran servicios locales a las comunidades y grupos ve-
cinales organizados. Una norma similar es la contenida en el artículo 
157 de la Constitución, que establece que la Asamblea Nacional por 
mayoría de sus integrantes, puede atribuir a los municipios o a los es-
tados determinadas materias de la competencia nacional a fin de pro-
mover la descentralización.  

En esta forma, el la República en ejercicio del Poder Nacional pue-
de atribuirle a los estados y municipios determinadas materias que 
sean de la competencia nacional, para promover la descentralización, 
lo que sucedió por primera vez con la Ley Orgánica de Descentraliza-
ción, Delimitación y Transferencia de Competencias del Poder Público 
de 198914, en la cual se establecieron las bases para un proceso de des-

                                           
13  Véase en general, Allan R. Brewer-Carías, Derecho Administrativo, Tomo II, Universi-

dad Externado de Colombia, Bogotá 2005. 
14  Véase Ley Orgánica de Descentralización, Delimitación y Transferencia de Competen-

cias del Poder Público, (Gaceta Oficial Extra. Nº 4.153 de 28-12-1989), reformada en 2003 
( Gaceta Oficial Nº 37.753 de 14-08-2003. Véase Allan R. Brewer-Carías et al., Leyes para 
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centralización territorial de la República hacia los estados que confor-
man la Federación, siendo esta quizás la reforma más importante que 
desde el punto de vista político se dictó en las últimas décadas del si-
glo XX15. 

Además de éstas, existen otras normas que establecen algunas 
orientaciones en materia de descentralización. Por ejemplo, en materia 
impositiva, el artículo 167,5 establece como ingresos de los estados, los 
impuestos, tasas y contribuciones especiales que se le asignen por ley 
nacional con el fin de promover el desarrollo de las haciendas públicas 
estadales. Esta sería otra forma de descentralización prevista en la 
Constitución, específicamente en materia tributaria. 

De lo anterior puede concluirse que la propia Constitución consa-
gra la descentralización política o territorial, al establecer la posibili-
dad, para los órganos del Poder Nacional, de transferir competencias a 
los estados y municipios; competencias éstas adicionales a las que ya 
tienen, en virtud de las normas de la propia Constitución. 

B. La definición del ámbito de la descentralización territo-
rial hacia los Estados de materias de competencia concu-
rrente 

La Ley Orgánica de Descentralización, Delimitación y Transferen-
cia de Competencias del Poder Público de 1989, en efecto, estableció en 
primer lugar, la pauta para la descentralización de competencias que si 
bien en la Constitución se regulan como concurrentes (competencias 
atribuidas a la vez a la República y a los estados), por el proceso de 
centralismo que se ha producido en Venezuela desde comienzos del 
siglo pasado, fueron asumidas por el Poder Nacional. En esa forma, el 
artículo 4 estableció que “en ejercicio de las competencias concurrentes 
que establece la Constitución” y conforme a los procedimientos previs-
                               

la descentralización política de la Federación, Editorial Jurídica Venezolana, caracas, 1995,  
15  Véase Gaceta Oficial N° 4.153, Extraordinario de 28-12-89. Véase Allan R. Brewer Carí-

as, Problemas del Estado de Partidos, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1988. 
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tos en la propia Ley, “serán transferidos progresivamente a los estados 
los siguientes servicios que actualmente presta el Poder Nacional”: 

1° La planificación, coordinación y promoción de su propio desarrollo in-
tegral, de conformidad con las leyes nacionales de la materia. 

2° La protección de la familia, y en especial del menor. 

3° Mejorar las condiciones de vida de la población campesina. 

4° La protección de las comunidades indígenas atendiendo a la preserva-
ción de su tradición cultural y la conservación de sus derechos sobre su terri-
torio. 

5° La educación, en los diversos niveles y modalidades del sistema educa-
tivo, de conformidad con las directrices y bases que establezca el Poder Na-
cional. 

6° La cultura en sus diversas manifestaciones, la protección y conservación 
de las obras, objetos y monumentos de valor histórico o artístico. 

7° El deporte, la educación física y la recreación. 

8° Los servicios de empleo. 

9° La formación de recursos humanos, y en especial los programas de 
aprendizaje, capacitación y perfeccionamiento profesional; y, de bienestar de 
los trabajadores. 

10. La promoción de la agricultura, la industria y el comercio. 

11. La conservación, defensa y mejoramiento del ambiente y los recursos 
naturales. 

12. La ordenación del territorio del Estado de conformidad con la Ley Na-
cional. 

13. La ejecución de las obras públicas de interés estadal con sujeción a las 
normas o procedimientos técnicos para obras de ingeniería y urbanismo esta-
blecidas por el Poder Nacional y Municipal, y la apertura y conservación de 
las vías de comunicación estadales. 

14. La vivienda popular, urbana y rural. 

15. La protección a los consumidores, de conformidad con lo dispuesto en 
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las leyes nacionales. 

16. La salud pública y la nutrición, observando la dirección técnica, las 
normas administrativas y la coordinación de los servicios destinados a la de-
fensa de las mismas que disponga el Poder Nacional. 

17. La investigación científica; y, 

18. La defensa civil. 

A los efectos de este proceso de transferencia de competencias, 
que no es otra cosa que un proceso de descentralización política, el ar-
tículo 5 de la Ley estableció un procedimiento basado en “convenios” a 
ser celebrados entre la República y el estado respectivo, por órgano, 
respectivamente, del Ministro de Relaciones Interiores (artículo 34) y 
del correspondiente gobernador. Dichos convenios y, por tanto, el pro-
ceso de transferencia de competencias puede realizarse tanto a iniciati-
va del gobernador del estado respectivo, como a iniciativa del Ejecuti-
vo Nacional16. 

En este primer caso, por tanto, la Ley Orgánica nacional no realizó 
por sí misma un proceso de descentralización política desde el nivel 
nacional hacia los estados, sino que definió un ámbito de competencias 
concurrentes en el cual puede producirse una descentralización, la cual 
en todo caso no será uniforme. Puede efectuarse en determinadas ma-
terias, en ciertos estados y en otros no, y la iniciativa puede partir tanto 
del Ejecutivo Nacional como del gobernador de un estado. Se trata por 
tanto, de una descentralización “a la carta” en la cual se escogen las 
materias a descentralizar, sea por el Ejecutivo Nacional sea por los go-
bernadores, y el proceso cristaliza en un “convenio” sometido a diver-
sas aprobaciones, entre ellas, la del Senado y la de la Asamblea Legisla-
tiva respectiva. 

                                           
16  Véase Informe sobre la Descentralización en Venezuela 1993. Memoria del Dr. Allan R. Bre-

wer-Carías, Ministro de Estado para la descentralización, Caracas, 1994. 
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C. La descentralización territorial hacia los estados de mate-
rias de la competencia nacional 

Pero en segundo lugar, la Ley Orgánica de Descentralización, De-
limitación y Transferencia de Competencias del Poder Público, en apli-
cación del artículo 137 de la Constitución de 1961, equivalente al artícu-
lo 157 de la Constitución de 1999, resolvió directamente la descentrali-
zación de una serie de competencias atribuidas al Poder Nacional, dis-
poniendo en su artículo 11 que “se transfiere a los estados la compe-
tencia exclusiva” en las siguientes materias: 

1° La organización, recaudación, control y administración del ramo de pa-
pel sellado; 

2° El régimen, administración y explotación de las piedras de construcción 
y de adorno o de cualquier otra especie, que no sean preciosas, el mármol, 
pórfido, caolín, magnesita, las arenas, pizarras, arcillas, calizas, yeso, puzola-
nas, turbas, de las sustancias terrosas, las salinas y los ostrales de perlas, así 
como la organización, recaudación y control de los impuestos respectivos. El 
ejercicio de esta competencia está sometido a la Ley Orgánica para la Ordena-
ción del Territorio y a las leyes relacionadas con la protección del ambiente y 
de los recursos naturales renovables; 

3° La conservación, administración y aprovechamiento de las carreteras, 
puentes y autopistas en sus territorios. Cuando se trate de vías interestadales, 
esta competencia se ejercerá mancomunadamente, a cuyos efectos se celebra-
rán los convenios respectivos; 

4° La organización, recaudación, control y administración de los impuestos 
específicos al consumo, no reservados por Ley al Poder Nacional; y 

5° La administración y mantenimiento de puertos y aeropuertos públicos de 
uso comercial. 

Sin embargo, a pesar de la transferencia que se ordenaba en la 
norma, la materialización de la misma sólo operó en cada estado, 
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cuando éstos asumieron dichas competencias por ley especial dictada 
por las respectivas Asambleas Legislativas. Hasta tanto ello no ocurrie-
ra, en cada estado, la Ley Orgánica dispuso que se mantendría vigente 
el régimen legal que existía en diciembre de 1989. (Párrafo único, artí-
culo 11). 

2.  La autonomía política o territorial 

Tal como se ha señalado, la mayor autonomía en la descentraliza-
ción se da en la de carácter político-territorial, en particular, en el caso 
de la federación venezolana, en relación con los estados y municipios. 
En ellos, la autonomía territorial lleva implícita la autoformación, la 
autonomía tributaria, la autonomía política y la autonomía administra-
tiva. 

En la descentralización territorial, en efecto, toda vez que se trata 
de una descentralización política, existe un mayor grado de autonomía, 
la cual por lo demás se prevé en la Constitución, al consagrar en el artí-
culo 159 que los estados son entidades autónomas e iguales en lo polí-
tico; y, en el artículo 168, que los municipios constituyen la unidad 
primaria de la organización nacional, y gozan de autonomía aun cuan-
do “dentro de los límites de esta Constitución y de la ley”. Esto impli-
ca, en todo caso, que no hay control de tutela del poder central hacia 
los estados y municipios. En concreto, en relación con los municipios, 
el mismo artículo 168 de la Constitución, prevé que los actos de los 
municipios no pueden ser impugnados sino por ante los tribunales 
competentes, de conformidad con la Constitución y con la ley, que no 
son otros que los de la jurisdicción contencioso administrativa o de la 
jurisdicción constitucional. Por tanto, no pueden ser impugnados ante 
el Poder Ejecutivo Nacional. 

Por lo tanto, el Poder Nacional no puede controlar a la administra-
ción político-territorial, salvo en la forma autorizada en la Constitución 
(vía judicial). 

Ahora bien, en primer lugar, los entes territoriales tiene autonomía 
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normativa, en el sentido dde que por ejemplo en la federación venezo-
lana, los estados pueden dictarse su propio ordenamiento jurídico, 
pues corresponde a los Consejos Legislativos respectivos “Legislar so-
bre las materias de la competencia estadal” (artículo 162,1). En el cam-
po municipal, los concejos municipales, como autoridad legislativa en 
los municipios (Art. 175) pueden dictar las Ordenanzas Municipales, es 
decir, dictar las leyes que van a regular la comunidad en el ámbito 
municipal, por supuesto, en las materias que son propias de la vida lo-
cal. Estas están asignadas a los municipios dentro del sistema de des-
centralización propio del sistema federal.  

Ahora bien, este sistema de distribución de competencias puede 
dar origen a conflictos entre la autoridad nacional, la autoridad estadal 
y la autoridad municipal, por invasión mutua de competencias. En par-
ticular, ha sido frecuente la invasión de los entes municipales en el 
campo tributario reservado al Poder Nacional, correspondiendo a la 
jurisdicción constitucional su solución, sea mediante el control de la 
constitucionalidad de las leyes y ordenanzas, sea mediante la resolu-
ción de las controversias constitucionales que se susciten entre los tres 
niveles de gobierno (Art. 336 de la Constitución). 

En todo caso, la consecuencia de esa autonomía normativa es que 
los actos de los estados y municipios sólo pueden ser revisados, por la 
autoridad judicial y particularmente por los órganos de la jurisdicción 
constitucional (Sala Constitucional del Tribunal Supremo, Art. 336,2) y 
de la jurisdicción contencioso administrativa (artículos 259). Expresa-
mente la Constitución dice en su artículo 168 que los actos de los muni-
cipios no pueden ser impugnados, sino por ante los órganos jurisdic-
cionales, de manera que no hay instancia de revisión alguna entre un 
acto municipal y las autoridades ejecutivas nacionales. 

En segundo lugar, otro elemento de la autonomía propia de la 
descentralización territorial es la autonomía tributaria. En Venezuela, 
sin embargo, a nivel de los estados, ésta no está establecida expresa-
mente, sino que deriva de las transferencias que haga el Poder Nacio-
nal conforme al artículo 167,5 de la Constitución. 
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En cuanto a los municipios, también gozan de autonomía tributa-
ria conforme a la cual pueden crear impuestos y tienen sus ingresos 
propios dentro del ámbito de las competencias propias de la vida local. 
Esta autonomía tributaria da origen a una potestad tributaria propia de 
los municipios para crear impuestos a las actividades económicas (pa-
tentes de industria y comercio), a los inmuebles urbanos y a los espec-
táculos públicos, etc. (Art.179, Constitución). 

En todo caso, estados y municipios, en el ejercicio de la autonomía 
tributaria, están sometidos a las limitaciones establecidas en el artículo 
183 de la Constitución. 

En tercer lugar, la descentralización política conlleva la autonomía 
política que en el mismo caso de la federación venezolana, en los esta-
dos se manifiesta en el hecho de que sus autoridades deben ser electas, 
es decir, no son designadas por el nivel nacional. En cuanto a los legis-
ladores miembros de los Consejos Legislativos, éstos siempre han sido 
elegidos por votación universal, secreta y directa (artículo 162 de la 
Constitución); y en cuanto a los gobernadores, a partir de 1989 han si-
do electos por votación popular, universal, directa y secreta conforme a 
la Ley de elección y remoción de los Gobernadores de Estado de 1988 
(reformada en 1989), dictada en ejecución de lo previsto en el artículo 
22 de la Constitución de 1961. El artículo 160 de la Constitución de 
1999 en todo caso establece que los gobernadores son elegidos por ma-
yoría de las personas que voten. 

Por supuesto, los municipios tienen también autonomía política, 
porque el municipio elige sus propias autoridades, tanto a los alcaldes 
como a los concejales sin ninguna interferencia de poderes nacionales 
(Arts. 174, 175, Constitución). Por tanto, la descentralización territorial 
va acompañada de la descentralización política, ya que la entidad local 
tiene, no sólo autonomía y autoadministración, sino también, autogo-
bierno. Puede elegir y elige, en efecto, sus propias autoridades. 

Por último, en cuarto lugar, la descentralización territorial también 
implica autonomía administrativa, en el sentido de que, por ejemplo, 
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los estados tienen dentro de sus competencias “la administración de 
sus bienes y la inversión y administración de sus recursos, incluso de 
los provenientes de transferencias, subvenciones o asignaciones espe-
ciales del poder Nacional, así como de aquellos que les asignen como 
participación en los tributos nacionales” (Art. 164, 3). Esta autonomía, 
sin embargo, está sometida constitucionalmente a limitaciones deriva-
das de la posibilidad para el legislador nacional de establecer por ley 
los principios, normas y procedimientos que propendan a garantizar el 
uso correcto y eficiente de los recursos provenientes del situado consti-
tucional y de la participación municipal en el mismo (Art. 167,4); lo que 
ha estado regulado mediante el “Plan Coordinado de Inversiones” en 
la Ley Orgánica de Descentralización, Delimitación y Transferencia de 
Competencias del Poder Público de 1989; y de las potestades de control 
atribuidas a la Contraloría General de la República (artículo 289 de la 
Constitución). 

Los municipios tienen, también, autonomía administrativa. Cons-
titucionalmente tienen la libre gestión de los asuntos propios de la en-
tidad, y esa libre gestión significa que no hay ni puede haber interfe-
rencia de entes nacionales en la Administración municipal, salvo por lo 
que respecta a la intervención de la Contraloría General de la Repúbli-
ca, por autorización de la propia Constitución (Art. 235, Constitución). 

IV.  LA DESCENTRALIZACIÓN POLITICA Y LA DEMOCRACIA 

La descentralización política, sin duda, es la más importante mani-
festación de la democratización de los Estados contemporáneos, por 
supuesto no sólo a través del replanteamiento de los viejos esquemas 
federales, sino mediante fórmulas de regionalización política que en 
muchos casos han resultado más efectivas. 

Como instrumento de distribución vertical del poder público y de 
las competencias estatales en el territorio, la descentralización política 
es en definitiva, el mecanismo institucional que puede hacer realidad la 
efectiva participación política de los ciudadanos en los asuntos públi-
cos, más allá de la sola participación electoral. 
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Por ello, la participación política es un proceso que sólo se puede 
materializar en regímenes democráticos. No hay ni ha habido Estados 
autocráticos descentralizados, de manera que como regla general, los 
autoritarismos temen y rechazan tanto la descentralización política 
como la participación democrática, incluyendo los autoritarismos que 
tradicionalmente han gobernado en América latina bajo el ropaje del 
“centralismo democrático” de cualquier cuño que sea, incluso de orden 
partidista.  

El tema, por otra parte, es de crucial importancia en el actual mo-
mento político latinoamericano, pues comienzan a sonar muchos can-
tos de sirenas autoritarios que para destruir la democracia, que siem-
pre tiene que ser representativa, comienzan a vender una supuesta al-
ternativa “democracia participativa”, que en la práctica en realidad a la 
vez imposibilita la participación. Ello incluso ha confundido a muchos 
demócratas al intentar dar respuesta a las exigencias políticas crecien-
tes de participación democrática, mediante el sólo establecimiento de  
soluciones de carácter refrendario o de iniciativas o consultas popula-
res, que no agotan en absoluto la participación17. 

1.  La democracia ante el discurso autoritario y la llamada “democracia 
participativa”  

En efecto, si algo caracteriza la situación actual en América Latina 
es que ha comenzado a soplar como vendaval, un muy falaz discurso 
neoautoritario que supuestamente pretende sustituir la democracia re-
presentativa por una democracia participativa, como si se tratara de 
conceptos dicotómicos; y ello, contra lo que primero atenta es contra la 
propia democracia, contra la descentralización política y contra el de-
sarrollo local. 
                                           
17  Véase en general, Allan R. Brewer-Carías, “Democracia municipal, descentralización y 

desarrollo local”, Revista Iberoamericana de Administración Pública, No. 11, Ministerio de 
Administraciones Públicas. Madrid Julio Diciembre 2003-2004, pp.11-34; y Allan R. 
Brewer-Carías, Reflexiones sobre el constitucionalismo en América, Editorial Jurídica Ve-
nezolana, Caracas 2003, pp. 41 y ss.  
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Esta llamada “democracia participativa” en el discurso autoritario, 
en realidad no es la que podría permitir y asegurar una efectiva parti-
cipación política del ciudadano en la conducción de los asuntos públi-
cos más allá del ejercicio del derecho al sufragio, como sólo la descen-
tralización y municipalización pueden lograr. En realidad, en ese dis-
curso autoritario, la democracia participativa, de democracia sólo tiene 
el nombre, el cual es hábilmente utilizado por quienes se aprovechan 
de los fracasos políticos que han experimentado muchas de nuestras 
anquilosadas democracias meramente representativas y de partidos. 
Estamos en presencia de un engañoso slogan propagandístico, el cual, 
sin embargo, hay que reconocerlo, no deja de tener su atractivo.  

Pero ese discurso, en realidad, lo que oculta es un feroz modelo de 
gobierno autoritario que creíamos superado en nuestro Continente, y 
que comienza ahora a aparecer con nuevo cuño, envuelto en ropa de 
camuflaje con pintas populares y de legalidad, apoyado incluso por 
masas empobrecidas que reciben dádivas, pero sin que se genere ri-
queza ni empleo. Hay un neo populismo rico o petrolero rampante en 
América Latina, que reparte para lograr apoyos populares, pero sin lo-
grar disminuir la pobreza, y más bien la aumenta, destruyendo la insti-
tucionalidad democrática y económica existente. 

El discurso de la “democracia participativa”, sin duda, como lo 
hemos dicho, es atractivo. Todos, alguna vez hemos usado la expresión 
“democracia participativa” al criticar el funcionamiento de nuestras 
democracias, pero la verdad es que su uso político indiscriminado, la 
mayoría de las veces se hace sin que se sepa efectivamente de qué se 
trata y, en realidad, confundiendo indebidamente la democracia parti-
cipativa con elementos de democracia directa o de asambleísmo popu-
lar inorgánico, que se tornan en una suerte de democracia plebiscitaria, 
esencialmente antidemocrática.  

Otros en cambio, lo utilizan, pero con una clara y engañosa estra-
tegia para acabar con la democracia como régimen político, paradóji-
camente alegando que hay que democratizarla aún más, explotando la 



 27

popularidad de la noción que se origina en el malestar que ha derivado 
del ejercicio de la democracia representativa reducida al voto y al par-
tidismo. Esta, entre otros aspectos, ha provocado la desconfianza que 
se ha venido manifestando en relación con los partidos políticos, que 
en lugar de intermediarios entre la sociedad y el Estado la verdad es 
que han mediatizado la voluntad de la primera; y además, ha origina-
do la desconfianza respecto del propio Estado, al haber éste quedado 
controlado por aquellos, y tener sus estructuras e instituciones dema-
siado lejos del ciudadano. 

En medio de esta confusión, y de los discursos tanto democráticos 
como autoritarios que a la vez y al unísono desde sus propias trinche-
ras, claman por la “democracia participativa”, se hace necesario replan-
tear la discusión sobre la democracia, la descentralización política y la 
participación, todo lo cual es por esencia contrario al autoritarismo; pa-
ra tratar de situar el concepto de la democracia participativa donde le 
corresponde, que es precisamente en el ámbito de la descentralización 
política y particularmente en el ámbito local.  

2.  Sobre la democracia: la representación y la participación 

Sin duda, los dos principios fundamentales de la democracia en el 
mundo contemporáneo siguen siendo la representación y la participa-
ción. La primera, la representación, si a algo se contrapone, sin duda es 
a la democracia directa: la dicotomía está, en este caso, entre la demo-
cracia representativa o indirecta, por una parte, y por la otra, la demo-
cracia directa18.  

El segundo principio, el de la participación, a la vez, si a algo se 
contrapone es a la exclusión política, no a la representación. La dico-
tomía está aquí entre democracia participativa o de inclusión y demo-
cracia de exclusión o exclusionísta. Y esto es precisamente lo que no se 

                                           
18  Véase en general, Luis Aguiar de Luque, Democracia directa y Estado Constitucional, Edi-

torial Revista de Derecho Privado, Edersa, Madrid 1977. 
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tiene claro cuando se habla de democracia participativa como supues-
tamente “contrapuesta” a la democracia representativa: por una parte, 
desde la mismas trincheras democráticas, queriendo en realidad refe-
rirse, sin saberlo, a los mecanismos de democracia directa; y por la otra, 
desde las trincheras autoritarias, confundiendo los conceptos para pro-
pugnar la eliminación o minimización de la representatividad y buscar 
establecer una supuesta relación directa entre el líder y sus estructuras 
de poder y el pueblo, a través de los mecanismos institucionales del 
Estado dispuestos para hacer creer que se participa. 

En cuanto a la democracia representativa o democracia indirecta, 
esta es y seguirá siendo de la esencia de la democracia. Su sustitución 
es imposible si de democracia se trata, sin perjuicio de que afortuna-
damente se haya venido enriqueciendo en las últimas décadas, preci-
samente, con la introducción en nuestros sistemas políticos de meca-
nismos de democracia directa que la complementan, pero que jamás 
podrán sustituirla. No puede existir en el mundo contemporáneo una 
democracia que sólo sea refrendaria o de cabildos abiertos permanen-
tes; ni que en los términos contemporáneos, sólo sea una “democracia 
plebiscitaria”, donde la representatividad y el pluralismo sean margi-
nales. 

En cuanto a la ilusión de la democracia directa, debe recordarse 
que incluso, ni siquiera en la antigua Grecia existieron realmente sis-
temas que sólo fueran de democracia directa, donde las decisiones su-
puestamente sólo se tomaban en asambleas, pues la conducción de los 
asuntos públicos realmente la hacían los magistrados, que si bien no 
eran siempre electos, si eran designados por sorteo.  

Pero en todo caso, democracia directa y democracia representativa 
no son excluyentes. En la actualidad, y sin sustituir la representativi-
dad, en casi todos los sistemas constitucionales contemporáneos se han 
incorporado mecanismos de consultas populares y de asambleas de 
ciudadanos con el objeto de complementar la democracia representati-
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va. Además, todos los tipos imaginable de referendos, como los consul-
tivos, los aprobatorios, los decisorios, los abrogatorios, los autorizato-
rios y los revocatorios, se han ensayado; al igual que se han regulado 
las iniciativas y consultas populares. Todo ello, sin duda, ha contribui-
do a la movilización popular y a la relativa manifestación directa de 
voluntad del pueblo; pero es claro que esos mecanismos no pueden 
sustituir a la democracia conducida por representantes electos. Lo im-
portante en este aspecto, es asegurar que dichos representantes sean 
realmente representativos de las sociedades y sus comunidades, y sean 
elegidos mediante sistemas de sufragio directo, universal y secreto 
donde impere el pluralismo político, y a través de procesos electorales 
transparentes que aseguren el acceso al poder con sujeción al Estado de 
derecho, tal como lo establece la Carta Democrática Interamericana de 
2001 de la Organización de Estados Americanos.  

Pero sin duda, más interés contemporáneo tiene el segundo prin-
cipio básico de la democracia, el de la participación política, que exige 
que el régimen democrático sea uno de inclusión política, donde el 
ciudadano sea parte de su comunidad política, y pueda contribuir a 
toma de las decisiones que le conciernen.  

Hay que situar el concepto en su lugar, pues participar en realidad 
es estar incluido, por lo que la dicotomía en relación con la participa-
ción no es con la representatividad como contrapuesta a democracia 
directa. La dicotomía en este caso de la participación política con lo que 
se establece es con la exclusión política, que además conlleva la de or-
den social y económico, y con ello la marginalización. 

Lamentablemente, sin embargo, en la doctrina política democráti-
ca, con demasiada frecuencia se confunden los conceptos, y cuando se 
habla de democracia participativa se la confunde con los mecanismos 
de democracia directa contraponiéndosela con la democracia represen-
tativa, y se la reduce, por ejemplo, a las iniciativas legislativas, consul-
tas populares, cabildos abiertos y referendos19. Sin embargo, la demo-
                                           
19  Véase Humberto Njaim, La democracia participativa, discurso de incorporación como 
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cracia participativa es mucho más que eso y por supuesto no excluye la 
representatividad. 

Participar, en efecto, en el lenguaje común, es ser parte de…; es 
pertenecer a…, es incorporarse, contribuir, estar asociado o comprome-
terse a…; es tener un rol en…, es tomar parte activa, estar envuelto o 
tener una mano en…; es en fin, asociarse con…, es compartir o tener 
algo que ver con...20 Por ello, la participación política no es otra cosa 
que ser parte de una comunidad política, en la cual el individuo tiene 
un rol específico de carácter activo conforme al cual contribuye a la 
toma de decisiones, y que no se puede agotar, por ejemplo, en el sólo 
ejercicio del derecho al sufragio (que sin duda es una forma mínima de 
participación); o en ser miembro de sociedades intermedias, aún las de 
carácter político como los partidos políticos; o en votar en referendos 
(que también es otra forma mínima de participación). 

Participación política democrática, por tanto, es estar incluido en 
el proceso político y ser parte activa del mismo, sin mediatizaciones; es 
en fin, poder tener acceso a la toma de decisiones públicas. Y ello, en 
ninguna sociedad democrática se ha logrado permanentemente con 
referendos o cabildos abiertos y menos cuando resultan estar controla-
dos desde el centro del poder. Estos también son formas de participa-
ción, pero de carácter mínimo. Tampoco se logra con manifestaciones 
así sean multitudinarias, donde la gente desfila blandiendo banderitas, 
criticando acerbamente o cantando o alabando obediente y sumisa-
mente a un líder. Eso no es participación política; eso no es más que 
manifestación política, que es otra cosa. Esa, la historia se ha encargado 
de enseñárnosla en todas sus facetas, incluyendo las propias de los au-
toritarismos fascistas. Incluso las manifestaciones pueden ser poco 
amistosas, de protesta, a veces furiosas y violentas. Pero lo que es cier-

                               
Individuo de Número de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas, marzo 
2005 

20  Diccionario de la real Academia Española de la Lengua.  
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to es que no se la puede confundir con participación política. 

La democracia participativa, o si se quiere, para que la democracia 
participativa, es decir, sea inclusiva o de inclusión, tiene que permitir 
que el ciudadano pueda ser parte efectivamente de su comunidad polí-
tica; tiene que permitirle desarrollar incluso conciencia de su efectiva 
pertenencia, es decir, de pertenecer a un determinado orden social y 
político, por ejemplo, a una comunidad; a un lugar; a una tierra; a un 
campo; a una comarca; a un pueblo; a una región; a una ciudad; en fin, 
a un Estado.  

Se trata de lo que Norberto Bobbio denominó “el proceso de ex-
pansión del poder ascendente”, que amplía de la esfera de las relacio-
nes políticas, y que pasa -decía- 

“de la esfera de las relaciones en que el individuo es tomado en consideración 
en su papel de ciudadano, a la esfera de las relaciones sociales, donde el indi-
viduo es tomado en consideración en una diversidad de estatus y papeles es-
pecíficos, por ejemplo, como padre y como hijo, como cónyuge, como empre-
sario y trabajador, como maestro y como estudiante; y también como oficial y 
como soldado, como administrador y administrado, como productor y como 
consumidor, como gestor de servicios públicos y como usuario”21. 

Pero por supuesto, el tema central a resolver cuando se trata de la 
participación democrática, es determinar cómo y en qué lugar la mis-
ma puede realizarse. Como por su parte lo advirtió Giovanni Sartori: 

 “O el autor de la democracia participativa se decide a clarificar positivamen-
te dónde está lo que corresponde a cuál participación (de cuál naturaleza) y 
en cuáles lugares (en todas partes?); o nos quedamos con un animal que no 
logró identificar”.  

Sobre ello, agregaba, “mucho ruido, es cierto, también mucha po-
lémica furiosa; pero queda la duda de que haya nacido algo nuevo”22.  

                                           
21 Norberto Bobbio, El futuro de la democracia, Fondo de Cultura Económica, México 1992, 

p. 42 . 
22 Giovanni Sartori, ¿Que es democracia? , Altamira Editores, Bogotá, 1994. 
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3.  La participación como esencia histórica de la democracia 

La verdad, sin embargo, es que la democracia participativa no es 
nada nuevo; ha estado siempre, desde los mismos días de las Revolu-
ciones del Siglo XIX en muchos países hoy con democracias consolida-
das; y ha estado allí, en el nivel más ínfimo de los territorios de los Es-
tados, en las Asambleas locales, en los Municipios, en las Comunas. Lo 
que pasa es que no la hemos querido reconocer, e insistimos en con-
fundirla con algunos instrumentos de democracia directa. 

Por ello, el gran problema de la democracia contemporánea, y par-
ticularmente el problema de sus líderes y conductores, comenzando 
por los de los partidos políticos, es que a veces no entienden o mejor, 
no han querido entender qué es, efectivamente, participar en política, y 
dónde es que se puede realmente participar. Así, en el ámbito de los 
demócratas, con gran frecuencia la hemos reducido al ejercicio político 
del voto, de elegir o de ser miembro de partidos políticos; y es que toda 
participación, sin duda, complica el control férreo que los partidos po-
líticos han desarrollado respecto del proceso político, y complica tam-
bién, evidentemente, el control que ejercen los regímenes autoritarios. 
No olvidemos que muchas democracias contemporáneas han funcio-
nado conforme al principio del centralismo democrático el cual tam-
bién sirvió, en su momento, a las democracias que en 1989 desaparecie-
ron con la caída del muro de Berlín.  

En el ámbito de los neoautoritarismos, por otra parte, donde con 
frecuencia se blande la bandera de una supuesta “democracia partici-
pativa” para rechazan la democracia representativa, en realidad no se 
concibe otra forma de “participación” que no sea la que deriva de la 
relación directa entre líder y pueblo, signada por la ordenes y consig-
nas del primero y la obediencia y sumisión del segundo; o la que deri-
va de un “hacer ver que se participa” en asambleas populares no re-
presentativas, controladas desde el centro del poder, y que muchas ve-
ces se establecen en paralelo a los gobiernos locales que a la vez resul-
tan ahogados. Eso, por supuesto, tampoco es participación política; es 
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un engaño y una sustitución autocrática de la voluntad popular.  

Por su parte, los líderes de los partidos políticos, con harta fre-
cuencia, han concebido la participación política como un monopolio de 
ellos mismos, que por ello han adquirido un supuesto derecho de me-
diatizar totalmente la voluntad popular, sustituyéndola y apoderándo-
se de ella, y excluyendo de la vida política a quienes no son miembros 
de los mismos. 

En las sociedades democráticas avanzadas, en cambio, la partici-
pación está en la corriente sanguínea de la propia democracia, y por 
ello, incluso quienes la ejercen y la viven cotidianamente no se dan 
cuenta de ella; no le prestan atención, y por ello a veces no se la logra 
identificar. Ello sucede en las democracias europeas, en las cuales el 
término “democracia participativa” ni siquiera es tema de discusión, 
pues esas democracias son por esencia democracias inclusivas. Por su-
puesto, en ellas se piensa que ello es así, naturalmente, cuando no es 
cierto.  

No olvidemos que ello lo descubrió precisamente para Europa 
desde comienzos del siglo XIX (1835), Alexis de Tocqueville, con su li-
bro La Democracia en América, cuando precisamente se topó con el ré-
gimen de gobierno local asambleario que funcionaba desparramado en 
todo el territorio de las colonias inglesas en la costa este de Norteamé-
rica; democracia que hervía en los Town Halls23. Esas instituciones co-
munales, decía De Tocqueville,  

“son a la libertad lo que las escuelas vienen a ser a la ciencia; la ponen al al-
cance del pueblo, le hacen paladear su uso político y lo habitúan a servirse de 
ella”24.  

Y en Europa misma, esa democracia local fue uno de los productos 
más acabados y a veces incomprendidos de la propia Revolución Fran-

                                           
23  Alexis de Tocqueville, La democracia en América, Fondo de Cultura Económica, México 

1973, pp. 79 y ss. 
24  Idem. p. 78. 
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cesa25,, la cual sin embargo, también fue advertido por el propio de 
Tocqueville en su otra clásica obra sobre El Antiguo Régimen y la Revo-
lución, escrita veinte años después. Decía:  

“La administración local tiene un contacto diario con [los ciudadanos]; toca 
continuamente sus puntos más sensibles; influye en todos los pequeños inter-
eses que forman el gran interés que se pone en la vida; es el objeto principal 
de sus temores y también el de sus esperanzas más queridas; los mantiene 
vinculados a ella por una infinidad de lazos invisibles que los arrastran sin 
que se den cuenta” 26. 

Y en efecto, dejando aparte y sin sustituir al sufragio y a los ins-
trumentos de democracia directa, la participación política como demo-
cracia de inclusión en la cual el ciudadano puede tomar parte perso-
nalmente en un proceso decisorio, interviniendo en actividades estata-
les y en función del interés general27, sólo puede tener lugar efectiva-
mente en los estamentos territoriales más reducidos, en el nivel local, 
comunal o municipal. Es decir, sólo en los niveles territoriales inferio-
res de la organización del Estado es que se puede montar una organi-
zación participativa que permita la incorporación del ciudadano indi-
vidual, o en grupos o en comunidades, en la vida pública, y particu-
larmente, en la toma de decisiones públicas generales o de orden ad-
ministrativo.  

Como lo señaló el profesor de derecho administrativo, ex Alcalde 

                                           
25  Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre la Revolución Americana (1776) y la Revolución 

Francesa (1789) y sus aportes al constitucionalismo moderno, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 1992; y Allan R. Brewer-Carías, “El paralelismo entre el constitucionalismo 
venezolano y el constitucionalismo de Cádiz (o de cómo el de Cádiz no influyó en el 
venezolano)”en La Constitución de Cádiz. Hacia los orígenes del constitucionalismo iberoa-
mericano y latino, Unión Latina, Universidad Católica Andrés bello, caracas, 2004, pp. 
223-333. 

26  Alexis de Tocqueville, El Antiguo Régimen y la Revolución, Alianza Editorial, Tomo I, 
Madrid 1982, p. 15. 

27  Véase por ejemplo, en relación con la administración de justicia, Alberto González, 
“Participación en la Administración de Justicia” en Jorge Londoño U. (Compilador), 
Constitucionalismo, participación y democracia, Librería Jurídica Ethos, Uniboyacá, Bogo-
tá-Tunja, 1997, pp. 76-77. 
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de Bogotá, Jaime Castro,:  

“La democracia moderna no se concibe sin audaces formas de participación 
ciudadana y comunitaria en el ejercicio del poder a nivel local y regional. Sin 
la garantía de que todas y todos pueden y deben participar en la preparación 
de las decisiones que se piensen tomar sobre temas de interés general, en su 
adopción y ejecución, esto último mediante el control que realicen sobre la 
gestión de las autoridades y los particulares que ejerzan funciones públicas. 
Sólo esas formas democráticas de participación le cambian la cara a las insti-
tuciones y permiten hablar de un nuevo régimen político”28.  

Pero por supuesto, el tema central que tiene que resolverse cuando 
se habla con propiedad de democracia participativa, es el de la deter-
minación del nivel territorial que se requiere para la participación co-
mo cotidianeidad democrática, y la opción está entre el municipio des-
parramado en todos los rincones de un Estado, en cada villa, pueblo y 
caserío, situado bien cerca del ciudadano; o el gran municipio urbano o 
rural, situado al contrario bien lejos del ciudadano.  

V.  LA PARTICIPACION POLITICA Y EL RÉGIMEN MUNICIPAL  

Lo cierto, en definitiva, es que en la mayoría de los llamados paí-
ses desarrollados democráticos, donde la democracia es representativa 
y permanentemente participativa, la participación política cotidiana 
ocurre por la existencia de muchos municipios, y entre ellos, de muni-
cipios pequeños. Por ejemplo, en Alemania, por ejemplo, de sus 16.098 
municipios, un 76% tiene menos de 5.000 habitantes; y en España, alre-

                                           
28  Jaime Castro, La cuestión territorial, Editorial Oveja Negra, Bogotá 2003, pp. 201-202. 

Por ello, cabría preguntarse ¿Por qué será entonces, que en un excelente libro reciente 
sobre Las democracias. Entre el Derecho Constitucional y la Política, de los profesores Oli-
vier Duhamel y Manuel José Cepeda Espinosa en sus más de 400 páginas donde los 
autores analizan los regímenes democráticos contemporáneos de Europa y América 
Latina, en la única página en la cual se habla y se usa la expresión de “democracia de 
participación” es en relación con el sistema suizo? Véase Olivier Duhamel y Manuel 
José Cepeda Espinosa, Las Democracias. Entre el Derecho Constitucional y la Política, TM 
Editores. Universidad de los Andes. Facultad de Derecho, Bogotá, 1997, p. 56. Acaso el 
régimen constitucional de Suiza, entre otros factores por la superficie incluso del país, 
no es el paradigma del federalismo y del régimen local o cantonal?  
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dedor del 86% de sus más de 8.056 municipios, tienen menos de 5.000 
habitantes, agrupando sólo el 16% de la población, y el 61% tiene me-
nos de 1.000 habitantes29. Debe destacarse además, como un ejemplo de 
lo que significa para un país tener territorialmente muchos pequeños 
municipios, el caso de la sola Comunidad de Castilla y León de Espa-
ña, que alberga algo más de un cuarto del total de los Municipios de 
ese país, con 2.248 municipios para 2,484.603 habitantes, de los cuales 
el 68,5 %, es decir, 1.540 municipios tienen menos de 500 habitantes30. 
En contraste, por ejemplo, en Venezuela, con casi un millón de kilóme-
tros cuadrados de territorio, y más de 24 millones de habitantes, sólo 
hay 338 Municipios, con un promedio de población superior a los 
70.000 habitantes. 

1.  El contraste constitucional del Municipio en  Europa y en América 
latina y su tronco común en: la Revolución Francesa 

Por ello, en esta situación es donde precisamente está el contraste 
más espectacular que existe en el constitucionalismo moderno, entre el 
régimen municipal europeo y, en particular de España, y el régimen 
municipal de los países latinoamericano. Ambos fueron tributarios de 
los mismos postulados centrales que derivaron de la Revolución Fran-
cesa, pero la enorme diferencia entre ellos fue que desde comienzos del 
siglo XIX en Europa, el Municipio se ubicó en cuanta aldea, pueblo, vi-
llas y ciudad existía, bien cerca del ciudadano; y en cambio, en Améri-
ca Latina, el Municipio colonial que traspasó las batallas de la Inde-
pendencia, continuó ubicado tal como se lo había creado, al nivel terri-
torial de las bien extensas antiguas Provincias coloniales, bien lejos del 
ciudadano. En los primeros, la participación política es tan cotidiana en 
las cosas pequeñas que es imperceptible; en los segundos, simplemente 
                                           
29  Véase Torsten Sagawe, “La situación de los pequeños municipios en Europa: con espe-

cial referencia a la República Federal de Alemania”, en Luis Villar Borla et al, Problemá-
tica de los pequeños Municipios en Colombia ¿Supresión o reforma?, Universidad Externado 
de Colombia, Bogotá 2003, p. 40. 

30  Informe sobre el Gobierno Local, Ministerio para las Administraciones Públicas. Funda-
ción Carles Pi i Sunyer dÉtudis Autonòmics y Locals, Madrid 1992, p. 27 
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no hay participación alguna o hay muy poca. 

Pero a pesar de las diferencias, como decía, los municipios de Es-
paña y Latinoamérica, como casi todas las instituciones de derecho pú-
blico, tienen un tronco común en los principios del constitucionalismo 
moderno derivados de las revoluciones norteamericana y francesa31, 
que sustituyeron al Estado absoluto y que originaron la concepción del 
Estado de derecho. En ambos lados del Atlántico tomaron raíces al 
mismo tiempo, a partir de la finalización de las respectivas guerras de 
independencia, y siguieron cursos paralelos. Entre esos principios por 
supuesto estaba el principio de la igualdad, la madre de todos los prin-
cipios del Estado moderno, en el cual la igualdad ante la ley tiene pri-
macía, de manera que lo que nos hace iguales a los hombres es el so-
metimiento a la ley. Es el origen mismo de la Administración Pública, 
que como lo analizó magistralmente hace décadas Eduardo García de 
Enterría, al estar sometida a la ley, es igual para todos sin privilegios y 
sin sociedades intermedias estamentales o poderes secundarios, a los 
cuales precisamente sustituyó tanto la estructura de la Administración 
centralizada como local para garantizar la libertad y la misma igual-
dad32. La creación de Municipios uniformes en todo el territorio de 
Francia, por tanto, condujo a la sustitución definitiva de las cartas, fue-
ros y privilegios locales. Como lo observó De Tocqueville”, como pro-
ducto de la Revolución: “Las instituciones deben ser las mismas para 
todas las partes del territorio y para todos los hombres que los habi-

                                           
31  Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre la Revolución Americana (1776) y la Revolución 

Francesa (1789) y sus aportes al constitucionalismo moderno, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 1992; y Allan R. Brewer-Carías, “El paralelismo entre el constitucionalismo 
venezolano y el constitucionalismo de Cádiz (o de cómo el de Cádiz no influyó en el 
venezolano)” en La Constitución de Cádiz. Hacia los orígenes del constitucionalismo iberoa-
mericano y latino, Unión Latina, Universidad Católica Andrés bello, caracas, 2004, pp. 
223-333. 

32  Eduardo García de Enterría, Revolución Francesa y administración contemporánea, Taurus 
Ediciones, Madrid 1981, pp. 17, 41, 43, 46, 49, 50, 56. 
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tan”´33. 

Pero hay que recordar que las reformas del régimen municipal en 
Francia incluso precedieron la Revolución, con la creación antes de 
1787, a iniciativa de los Ministros de Luis XVI, de las asambleas pro-
vinciales junto al Intendente, y en cada pueblo, de un cuerpo municipal 
electivo que sustituiría a las antiguas asambleas parroquiales, y en la 
mayoría de los casos, al síndico. Contrario a las costumbres que existí-
an, todos los poderes que se pretendieron crear fueron colectivos, y el  
intendente fue disminuido en su poder. Todo ello condujo a la parálisis 
de la administración, y, como lo apuntó De Tocqueville, “Las asam-
bleas, queriendo mejorarlo todo, acabaron por enredarlo todo”, produ-
ciéndose entonces “una de las mayores perturbaciones que haya regis-
trado jamás la historia de un gran pueblo”, en la cual “Cada francés 
había experimentado una confusión particular. Nadie sabía ya ni a 
quien obedecer, ni a quién dirigirse”; y terminaba señalando De Toc-
queville, que “Perdido el equilibrio de las partes que componían la Na-
ción, un último golpe bastó para hacerla oscilar y producir el más vasto 
trastorno y la más espantosa confusión que hayan tenido lugar jamás 34. 

La Revolución quiso poner fin a esta situación, y en el mismo año 
de 1789, la Asamblea Nacional Constituyente definió un nuevo orden 
municipal uniforme, fragmentado, generalizado y de carácter electivo; 
el cual en definitiva, si bien complicó aún más la situación de la Admi-
nistración, puso las bases para el régimen municipal del constituciona-
lismo moderno.  Comenzó el 4 de agosto de 1789, con un Decreto que 
declaró irrevocablemente abolidos “todos los privilegios particulares 
de provincias, principados, cantones, ciudades y comunidades de habi-
tantes, sean pecuniarios o de cualquier otra naturaleza”35; y al mismo 

                                           
33  Alexis de Tocqueville, El Antiguo Régimen y la Revolución, Alianza Editorial, Tomo II, 

Madrid 1982, pp. 99, 201 
34  Idem., p. 197 
35  Luciano Vandelli, El Poder Local. Su origen en la Francia revolucionaria y su futuro en la 

Europa de las regiones, Ministerio para las Administraciones Públicas, Madrid 1992, p. 
28, nota 10. 
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lo siguieron los Decretos de 14 y 22 de diciembre del mismo año 1789. 
En el primero se dispuso la supresión y abolición  que “las Municipali-
dades existentes en cada villa, burgo, parroquia o comunidad”, con las 
denominaciones que tuvieren, y se agregó que serían sustituidas por 
“colectividades locales del reino” tanto en  las ciudades como en el 
campo, con la misma naturaleza y situadas en el mismo plano consti-
tucional, con el nombre común de municipalidad, que tendían en su 
cabeza al alcalde.  

En el segundo Decreto se dividió el territorio francés de manera 
uniforme en departamentos, distritos y cantones, suprimiéndose los 
intendentes, y además se dispuso que ”en cada villa, burgo, parroquia 
y comunidad del campo habrá una municipalidad”36. De ello resultó 
que en 1791, en la Francia revolucionaria había 43.915 municipios, que 
comenzaron a llamarse comunas. Estas entidades municipales, además 
de las funciones propias de la Administración general que les podían 
ser delegadas, ejercían el “poder municipal”, concepto que venía de los 
escritos de Benjamín Constant y de las propuestas de reforma del mi-
nistro Turgot (1775)37, y que luego se arraigaría en el constitucionalis-
mo latinoamericano38. 

Con esta división territorial, como lo percibió Burke en tiempos de 
la Revolución: ”Es la primera vez que se ve a los hombres hacer peda-
zos su patria de una manera tan bárbara”; pero De Tocqueville acotaría 
años después, que en realidad, si bien “Parecía, en efecto que se des-
agarraban cuerpos vivos, … lo único que se hacía era despedazar cuer-
pos muertos”39. Sin embargo, lo cierto es que el sistema produjo la di-

                                           
36  Albert Soboul, La révolution française, Gallimard, París 1981, pp. 198 y ss. 
37  Eduardo García de Enterría, Revolución Francesa y Administración contemporánea,  Tau-

rus Ediciones, Madrid 1981, pp. 72, 76, 135. 
38  En Venezuela, por ejemplo, aparece a partir de la Constitución de 1857, artículos 6 y 

85. Véase en Allan R. Brewer-Carías, Las Constituciones de Venezuela, Biblioteca de la 
Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas 1997, pp. 467 y 475.  

39  Alexis de Tocqueville, El Antiguo Régimen y la Revolución, Alianza Editorial, Tomo I, 
Madrid 1982, p. 107. 
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solución del Estado al haber estallado Francia en cuarenta mil pedazos, 
cada uno con una especie de república soberana y anárquica que no 
tenían nexo alguno con el poder central en construcción. 

2. De la anarquía a la organización piramidal del poder (el control de 
tutela) 

De tal anarquía vinieron las reformas para tratar de controlar la 
acción municipal desde el poder central, como por ejemplo, al atribuír-
sele en la Constitución de 1791 poderes anulatorios al Rey, respecto de 
los actos municipales; al crearse en la Ley del 14 de frimario del año II 
(4 de diciembre de 1793)  unos agentes nacionales directamente conec-
tados al centro (Paris) para ejercer la vigilancia sobre los municipios; y 
además, al pretender reducir el número de comunas en la Constitución 
del año III (5 fructuoso, 22 de agosto de 1795), reagrupándoselas en en-
tidades locales, y estableciendo la subordinación de las comunas a las 
Administraciones departamentales, y estas a los Ministros.  

Pero el torbellino revolucionario que no había cesado, comenzó a 
producir su propia transformación con el golpe de Estado del 18 de 
brumario del año VIII (9 de noviembre de 1799), a raíz del cual  Napo-
león reimplantará la centralización que se había establecido en el Anti-
guo Régimen y que había quedado destrozada con la Revolución. Se 
estableció, así, un esquema de control centralizado sobre las más de 
40.000 comunas que fueron restablecidas, creándose un sistema escalo-
nado y jerarquizado de control sobre las mismas, donde serían esencia-
les las figuras del prefecto y subprefecto dependientes del poder cen-
tral y controlando a los alcaldes, establecidos en la Ley de 28 pluvioso 
del año VIII (17 de febrero de 1800)40. 

                                           
40  Véase Luciano Vandelli, El Poder Local. Su origen en la Francia revolucionaria y su futuro 

en la Europa de las regiones, Ministerio para las Administraciones Públicas, Madrid 
1992, pp. 29 y ss.; Eduardo García de Enterría, Revolución Francesa y Administración con-
temporánea,  Taurus Ediciones, Madrid 1981, pp. 107 y ss.; Sandra Morelli, La Revolu-
ción Francesa y la Administración Territorial en Colombia, Perspectivas comparadas, Univer-
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La centralización administrativa por el establecimiento de esa rí-
gida cadena institucional que unía: Ministro, Prefecto, Subprefecto y 
Alcalde, y que dio origen al llamado control de tutela, sin duda, fue 
uno de los aportes más importantes a la Administración municipal y 
local, y a la propia construcción del Estado centralizado. Como lo diría 
el Presidente François Mitterand, casi doscientos años después, al pro-
poner la reforma descentralizadora de 1981: “Francia tuvo que acudir a 
un poder fuerte y centralizado para hacerse. Hoy necesita un poder 
descentralizado para no deshacerse41. Esta, entre tantas, fue precisa-
mente una de las motivaciones de la sanción de la conocida Ley france-
sa de Libertad de las Comunas de 198242. 

3.  Los principios del régimen municipal napoleónico y su travesía 
atlántica 

Tres principios configuraron el régimen municipal napoleónico: 
primero, el principio de la creación de un municipio por cada colectivi-
dad local –aún de dimensiones mínimas- abarcando desde el pequeño 
pueblo rural hasta el gran centro urbano; segundo, el principio de la 
uniformidad e igualdad formal del régimen de los municipios a pesar 
de la diversidad territorial, geográfica y demográfica de los mismos a 
lo largo y ancho de los territorios estatales; y tercero, las reglas genera-
les de funcionamiento de la tutela, como instrumento de control sobre 
las entidades locales. Todo ello configuró un modelo de régimen muni-
cipal, sin duda que se extendió por toda Europa43.  

Hacia Latinoamérica, sin embargo, sólo hicieron la travesía del 
Atlántico algunos aspectos del régimen de municipalización uniforme, 

                               
sidad Externado de Colombia, 1991, pp. 31 y ss. 

41  Citado por Jaime Castro, La cuestión territorial, Editorial Oveja Negra, Bogotá 2003, p. 26. 
42  Sobre la aplicación de la Ley del 2 de marzo de 1982, véase en general, André Terraz-

zoni, La décentralisation a l’épreive des faits, LGDJ, Paris 1987 
43  Luciano Vandelli, El Poder Local. Su origen en la Francia revolucionaria y su futuro en la 

Europa de las regiones, Ministerio para las Administraciones Públicas, Madrid 1992, pp. 
153 y ss. 
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pero ni el primero ni el último de los principios, es decir, el de la gene-
ralización de colectividades locales en el territorio y el del control de 
tutela, llegaron a nuestras costas; y al contrario, desde el inicio del Si-
glo XIX, no sólo el municipio se ubicó en niveles territoriales muy ale-
jados de los pueblos sino que además, se implantó el principio de la 
autonomía municipal. 

A. El principio de la multiplicidad de municipios en Europa 
y en particular en España 

En cuanto al primer aspecto que es el que nos interesa destacar 
aquí, el de la creación de un municipio por cada colectividad local que 
existiera en un territorio, con la consecuente fragmentación territorial, 
puede decirse que el mismo si dejó su impronta en toda Europa; y por 
ello, por ejemplo, en los años setenta, todavía existían 2.539 Municipios 
en Bélgica, con una población promedio de 3.600 habitantes, los cuales 
después de la paradigmática operación quirúrgica realizada en el mapa 
municipal en 1972, hayan sido reducidos a 589 municipios, ahora con 
una población promedio de 16.900 habitantes por municipio. En Ale-
mania Occidental aunque antes de la unificación, de los más de 24.000 
municipios que existían, entre 1968 y 1980 habían quedado reducidos a 
8.357.44; actualmente existen 16.121 Municipios, con un promedio de 
5.086 habitantes. En Italia hay 8.104 municipios con un promedio de 
7.156 habitantes; y en Suiza hay 3.000 cantones con 2.333 habitantes 
promedio45. 

En España, la influencia francesa en este aspecto también fue deci-
                                           
44  Torsten Sagawe, “La situación de los pequeños municipios en Europa: con especial 

referencia a la República Federal de Alemania”, en Luís Villar Borla et al, Problemática 
de los pequeños Municipios en Colombia ¿Supresión o reforma?, Universidad Externado de 
Colombia, Bogotá 2003, pp. 42-43. 

45  Véase Luciano Vandelli, El Poder Local. Su origen en la Francia revolucionaria y su futuro 
en la Europa de las regiones, Ministerio para las Administraciones Públicas, Madrid 
1992, pp. 179; Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre el constitucionalismo en América, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2001, pp. 139 y ss. 
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siva, por lo que la Constitución de Cádiz de 1812, en efecto, dispondría 
en su artículo 310 que “Se pondrá Ayuntamiento en los pueblos que no 
lo tengan, y en que convenga le haya, no pudiendo dejar de haberle en 
los que por sí o con su comarca lleguen a mil almas, y también se les 
señalará término correspondiente”; correspondiéndole a los Ayunta-
mientos, sin embargo, desempeñar sus encargos bajo la inspección de 
las diputaciones provinciales (Art. 323).  Todo el territorio español se 
sembró así también de municipios todo el territorio español, y ello ex-
plica los 9.245 Municipios que Cirilo Martín Retortillo reseñaba en la 
edición de su recordado libro sobre El Municipio Rural46, de 1950; cifra 
que ha pasado a los 8.056 municipios actuales, con un promedio de 
población de 4.825 habitantes. El Municipio que derivó de la influencia 
francesa, sustituyó así lo que quedaba del municipio de arraigo medie-
val, con sus fueros, privilegios y cartas-pueblas, particularmente en 
Castilla y León, con raíces en el proceso de la Reconquista. Esos fueron, 
a pesar de su progresivo control por la Corona a partir del Siglo XVI, 
por su arraigo en las ciudades los que condujeron la guerra de Inde-
pendencia contra la invasión napoleónica. El precio que pagaron por 
ello, en todo caso, en nombre de la igualdad, fue su uniformización y 
su multiplicación territorial. 

B.  El régimen municipal colonial en Latinoamérica: los ca-
bildos provinciales  

El Latinoamérica, el municipio colonial también fue el factor fun-
damental del proceso de Independencia frente a España, de manera 
que sin lugar a dudas se puede afirmar que a también a comienzos del 
siglo XIX, la Independencia americana la hicieron los Cabildos, de ma-
nera que el Municipio, “fue la raíz de la República”47. Ese Municipio 
                                           
46  Véase Cirilo Martín Retortillo, El Municipio Rural, Bosch, casa Editorial, Barcelona 

1950, p. 139.  
47  Véase Joaquín Gabaldón Márquez, El Municipio, raíz de la República, Academia Nacio-

nal de la Historia, Caracas 1977. 
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también fue radicalmente transformado con el republicanismo consti-
tucional, en forma paralela a la transformación que se estaba operando 
en la Península, al punto de que por ejemplo se puede leer en la “Cons-
titución para el gobierno y administración de la provincia de Caracas” 
de enero de 1812, que formaba parte de la Confederación de los Esta-
dos de Venezuela creada conforme a la Constitución de diciembre de 
1811 (ambas promulgadas antes que lo fuera la Constitución de Cádiz 
de marzo de 1812); se puede leer, -decía-, sobre la división del territorio 
de la Provincia, uniformemente, en Departamentos, Cantones y Distri-
tos, debiendo tener estos últimos un territorio con aproximadamente 
10.000 habitantes48.  

En las capitales de Distrito se establecieron Municipalidades, así 
como en muchos de los pueblos entonces existentes, denominándose 
estas pequeñas Municipalidades como villas. La Municipalidad, se 
concibió, así, inicialmente más como una corporación local electa con-
forme al principio representativo para la atención de los intereses de la 
comunidad, que una división uniforme del territorio; por lo que con 
frecuencia tenían jurisdicción sobre otros pueblos y parroquias49.  

La uniformización territorial municipal fue posterior y paulatina-
mente  arraigándose durante el Siglo XIX en todos los países latinoa-
mericanos, pudiendo decirse que el municipio que en Latinoamérica 
también derivó, en cierta forma de la influencia de la revolución fran-
cesa además de la norteamericana, y luego, por supuesto la española 
de Cádiz. Se sustituyó así al Municipio colonial indiano, el cual, por lo 
demás era distinto del que en la época colonial funcionaba en España, 
pues como bien sabemos, la mayoría de las instituciones americanas 
antes de la Independencia, fueron concebido por España especialmente 
                                           
48  Allan R. Brewer-Carías, “La formación del Estado venezolano”, en Revista Paramillo, 

Nº 14, Universidad Católica del Táchira, San Cristóbal 1996, pp. 290 y ss. 
49  Véase el texto de la Constitución provincial de la Provincia de Caracas, en Las Consti-

tuciones Provinciales, Biblioteca de la Academia Nacional de la Historia, Caracas, 1959, 
pp. 77 y ss. 
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para América o se desarrollaron en el Continente americano en forma 
distinta a la de España. Ello ocurrió en cierta forma con los Cabildos, 
que en el mismo momento en que su poder y autonomía era pulveri-
zada por Carlos V en campo de Villamar, al poner fin a la rebelión de 
los Comuneros de esta tierra castellana, florecieron en América a partir 
del inicio mismo del poblamiento en lo que se ha denominado una 
“adaptación regresiva de las instituciones coloniales”50.  

Los Cabildos americanos en la época colonial, como Cabildos pro-
vinciales, con la gran descentralización de que gozaron derivada de la 
distancia (Recordemos la extraordinaria máxima administrativa colo-
nial: “Se acata pero no se cumple”),  incluso tenían poder para designar 
a los gobernadores en forma interina. Ese privilegio lo reclamaron los 
cabildantes en Santa Ana de Coro, la primera ciudad fundada en la 
Provincia de Venezuela en 1528 a la muerte del Gobernador Ambrosio 
Alfinger en 1533, y fue ejercida sucesivamente por los Cabildos provin-
ciales durante todo el período colonial, confirmada por Real Cédula 
1560 y luego por otra Real Cédula de 167651. No es de extrañar, enton-
ces, porqué fueron los Cabildos coloniales los que hicieron la Indepen-
dencia. 

C.  El municipio republicano en América hispana alejado 
del ciudadano 

El municipio republicano latinoamericano, por otra parte, desarro-
lló características propias: como dijimos, en nuestros países se adoptó 
el uniformismo napoleónico en cuanto a la organización y funciona-
                                           
50  Laureano Vallenilla Lanz, Disgregación e Integración, Ensayo sobre la formación de la na-

cionalidad venezolana, Segunda edición, Caracas 1953, cit. por Joaquín Gabaldón Már-
quez, El Municipio, raíz de la República, Caracas 1977, p.66. La obra de Laureano Valle-
nilla Lanz puede consultarse en Laureano Vallenilla Lanz, Obras Completas, Tomo II, 
(Recopilación de Federico Brito Figueroa y Nikita Harwich Vallenilla), Centro de In-
vestigaciones Históricas, Universidad Santa María, Caracas 1984  

51  El privilegio sólo lo perdieron los Cabildos a partir de 1737. Véase Joaquín Gabaldón 
Márquez, El Municipio, raíz de la República, Caracas 1977, pp. 73-110; 125-169 
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miento de las  corporaciones locales, pero los otros dos principios que 
derivaron de la revolución francesa y sus correcciones napoleónicas 
puede decirse que no se siguieron. Por una parte, en América no se 
arraigó la institución del control de tutela derivada de la centralización 
napoleónica, y en cambio si germinaron los conceptos del “poder mu-
nicipal” y de la “autonomía municipal”, al punto de haber adquirido 
por ejemplo, rango constitucional a partir de 1857, por ejemplo, en la 
Constitución de Venezuela de ese año al disponer en su artículo 6º que 
“El Poder público se divide para su administración en Legislativo, Eje-
cutivo, Judicial y Municipal”, dedicando entonces un Título a regular 
dicho “Poder Municipal”52, cuyo contenido relativo a los asuntos pro-
pios de la vida local no era distinto al del Decreto de la Asamblea 
Constituyente en Francia, de diciembre de 1789.  

El otro principio, el de la creación de un municipio por cada colec-
tividad local, es decir, por cada caserío, por cada pueblo, por cada villa 
o ciudad, tampoco se siguió en América, y de los viejos Municipios 
provinciales coloniales con territorios amplísimos, se pasó a los aleja-
dos municipios republicanos, establecidos en ámbitos territoriales cada 
vez más y más alejados de los ciudadanos y de sus comunidades, con 
muy pocas excepciones.  

Recordemos, en efecto, en contraste con los datos que antes men-
cionaba sobre la municipalización en Europa, e incluso tomando como 
referencia los 2.248 municipios de Castilla y León para sus 2.582.327 
habitantes que tenía hace 20 años (1986), con un promedio general de 
algo más de 1000 habitantes por municipio (para no poner como para-
digma las 36.433 comunas francesas con un promedio de 1.614 habitan-
tes); que en nuestros países de América Latina la situación es más que 
dramática: en Argentina, para 37 MM de habitantes, hay 1617 munici-
pios con un promedio de población de 22.882 habitantes; en Bolivia, 
para 8 MM de habitantes, hay 312 municipios con un promedio de po-

                                           
52  Véase en Allan R. Brewer-Carías, Las Constituciones de Venezuela, Biblioteca de la Aca-

demia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas, 1997, p. 475 
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blación de 25.642 habitantes; en Brasil, para 168 MM de habitantes, hay 
5.581 municipios con un promedio de población de 30.102 habitantes; 
en Chile, para 15 MM de habitantes, hay 340 municipios con un pro-
medio de población de 44.117 habitantes; en Colombia, para 42 MM de 
habitantes, hay 1.068 municipios con un promedio de población de 
39.326 habitantes; en Cuba,, para 11 MM de habitantes, hay 169 muni-
cipios con un promedio de población de 65.389 habitantes; en Ecuador, 
para 12 MM de habitantes, hay 1.079 municipios con un promedio de 
población de 11.121 habitantes; en El Salvador, para 6 MM de habitan-
tes, hay 262 municipios con un promedio de población de 22.900 habi-
tantes; en Guatemala, para 11 MM de habitantes, hay 324 municipios 
con un promedio de población de 33.950 habitantes; en Honduras, para 
6 MM de habitantes, hay 293 municipios con un promedio de pobla-
ción de 20.478 habitantes; en México, para 97 MM de habitantes, hay 
2.418 municipios con un promedio de población de 40.116 habitantes; 
en Nicaragua, para 5 MM de habitantes, hay 143 municipios con un 
promedio de población de 34.965 habitantes; en Paraguay, para 5 MM 
de habitantes, hay 212 municipios con un promedio de población de 
23.585 habitantes; en Perú, para 25 MM de habitantes, hay 1808 muni-
cipios con un promedio de población de 13.827 habitantes; en Repúbli-
ca Dominicana, para 8 MM de habitantes, hay 90 municipios con un 
promedio de población de 88.889 habitantes; en Uruguay, para 3 MM 
de habitantes, hay 19 municipios con un promedio de población de 
157894 habitantes; y en Venezuela, para 24 MM de habitantes, hay 338 
municipios con un promedio de población de 71.006 habitantes53.  

Lo que resulta más interesante de esta información comparativa es 
que ninguno de los países latinoamericanos, con todos sus enormes te-
rritorios y gran población, alcanzan siquiera el número de Municipios 
que por ejemplo, tiene sólo esta Comunidad de Castilla y León, cuyos 
habitantes, además, a pesar de todos los proyectos y esfuerzos que se 

                                           
53  Véase las referencias en Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre el constitucionalismo en 
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han hecho por reducir o fusionar municipios, se han opuesto radical-
mente a tales propósitos y a perder su personalidad municipal.  

El municipio latinoamericano contemporáneo, al contrario, está en 
el otro extremo y en general ha adquirido un ámbito territorial tan alto 
y extraño al ciudadano, que hace que no sirva ni para gerenciar ade-
cuadamente los intereses locales ni para servir de instancia de partici-
pación política de la ciudadanía en la decisión o gestión de sus propios 
asuntos comunales. 

4.  La participación como fenómeno de la vida local 

Y aquí volvemos al tema de la democracia participativa, la cual 
queda claro, que está indisolublemente ligada, no a la democracia dire-
cta, sino a la descentralización política y la municipalización, y la mis-
ma no se puede materializar con solo propuestas de incorporación al 
régimen democrático de instrumentos como los referendos o las con-
sultas o las iniciativas populares. La democracia participativa, como 
hemos insistido, no se agota ni se puede confundir con la democracia 
directa, como suele suceder en muchos estudios sobre la democracia 
que propugnan se perfeccionamiento54. 

La verdad es que para ubicar exactamente qué es la democracia 
participativa, lo que tendríamos que hacer, entre otras cosas, es pre-
guntarnos: ¿porqué hay países que llamamos democráticamente des-
arrollados como los europeos, donde no se plantea con tanta urgencia 
la necesidad de la participación ciudadana y en los cuales precisamente 
impera la fragmentación municipal? En cambio, también tenemos que 
preguntarnos, ¿Por qué es que en todos nuestros países latinoamerica-
nos, que al contrario, tienen muy pocos municipios para sus enormes 
territorios estatales y su población, es donde sin embargo, más se grita 
al unísono contra nuestras insuficiencias democráticas clamándose a la 
vez por una democracia participativa?   
                                           
54  Véase por ejemplo, en Venezuela, los estudios publicados en Participación Ciudadana y 

Democracia, Comisión Presidencial para la Reforma del Estado, Caracas 1998.  
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La participación política como cotidianeidad democrática o como 
parte de la democracia como forma de vida, sólo puede darse a nivel 
local. No hay otra instancia en los Estados; lo demás es falacia y enga-
ño, o mecanismos de democracia directa. Por ello es que el tema, preci-
samente, no tiene tanta notoriedad en los países europeos, donde la 
participación es de todos los días, en las pequeñas cosas que pueden 
tratarse en esos pequeños municipios rurales como son precisamente 
por ejemplo, los de Castilla. La participación local se tiene; está allí, di-
ariamente, en la vecindad e, incluso, en los Consejos Abiertos que tan 
bien ha estudiado Enrique Orduña, con los cuales se gobiernan al me-
nos los 419 municipios de esta Comunidad de Castilla y León con po-
blación inferior a 100 habitantes, y que se ha mantenido a través de los 
Siglos y de los regímenes políticos, habiendo encontrado incluso reco-
nocimiento constitucional en 197855. 

5.  La participación, el localismo y la descentralización 

La participación política o la democracia participativa están por 
tanto, íntimamente unidas al localismo y a la descentralización, y ésta, 
a la limitación del poder, lo que es consustancial con la democracia. El 
régimen local, es entonces, como lo ha dicho Eduardo García de Ente-
rría, la estructura que “da curso al derecho ciudadano a participar en 
todos, completamente en todos los asuntos públicos que afectan a la 
propia comunidad”56; de manera que como ya nos lo advirtió hace más  
mas de treinta años nuestro muy recordado amigo Sebastián Martín 
Retortillo, cuando España aún no había entrado en el proceso de tran-
sición hacia la democracia, en aquella excelente obra que dirigió sobre 
Descentralización administrativa y organización política, al destacar las raí-
ces eminentemente políticas del tema; constataba que la participación 

                                           
55  Enrique Orduña R., Democracia directa municipal. Concejos y Cabildos Abiertos, Editorial 

Civitas, Madrid 1994. 
56  Citado en Sebastián Martín Retortillo, en “Introducción” al libro Sebastián Martín Re-

tortillo et al, Descentralización administrativa y organización política, Tomo I, Ediciones 
Alfaguara, Madrid, 1973, p. LVIII.  
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efectiva del ciudadano común, siempre presupone la descentraliza-
ción57; de manera que sin temor a equivocarnos podemos afirmar que 
no sólo sin descentralización política o territorial, es decir, sin que exis-
ta una multiplicidad de poderes locales y regionales, no puede haber 
participación política, sino que en definitiva no puede haber una de-
mocracia participativa. La descentralización es, por tanto, la base de la 
democracia participativa y a la vez, el impulso de la democratización y 
control del poder. El centralismo, en cambio es la base de la exclusión 
política al concentrar el poder en unos pocos electos, y a la vez, el mo-
tivo del desprestigio de la democracia representativa por más aditivos 
de democracia directa o refrendaria se le implantes. 

Por ello decía en la conferencia sobre “El Municipio, la descentra-
lización política y la democracia” que dictamos en el XXV Congreso de 
la OICI, en Guadalajara, en 2001, que  

”el debate contemporáneo en nuestros países por más democracia, tiene que 
centrarse en el rescate del proceso de descentralización política. Perfeccionar 
la democracia exige hacerla más participativa y más representativa, para lo 
cual la única vía posible que existe es acercando el Poder al ciudadano, y ello 
sólo puede lograrse descentralizando territorialmente el Poder del Estado y 
llevarlo hasta la más pequeña de las comunidades; es decir, distribuyendo el 
Poder en el territorio nacional”. Y agregaba además, que “cualquiera que sea 
la forma de descentralización política, se trata de proyectos y propuestas con-
trapuestos radicalmente al centralismo de Estado y a la concentración del Po-
der, que son esencialmente antidemocráticos”. En definitiva, la propuesta po-
lítica que entonces formulamos, y ahora insistimos en ratificar, “busca el di-
seño en nuestros países, de un nuevo sistema político que la democracia exi-
ge, y que sólo puede tener por objeto hacerla más participativa, con gran pre-
sencia de la sociedad civil, y más representativa de las comunidades. Ello im-
plica desparramar el poder en todo el territorio, hasta la última de las comu-
nidades, para que el ciudadano y sus sociedades intermedias puedan real-
mente participar”58.  

                                           
57  Idem, p. LIX. 
58  Véase en XXV Congreso Iberoamericano de Municipios, Guadalajara, Jalisco, México del 23 

al 26 de octubre de 2001, Fundación Española de Municipios y Provincias, Madrid 2003, 
pp.453 y ss 
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Y ello implica, por sobre todo, la municipalización de los territo-
rios de nuestros países, para rescatar, más de doscientos años después, 
lo que fue la decisión terminante de la Asamblea Nacional Constitu-
yente francesa en aquél diciembre de 1789, y que se traduciría hoy en 
nuestros países contemporáneos, en la frase de que toda comunidad 
rural, todo caserío, todo pueblo, todo barrio urbano, debía tener su au-
toridad local como comunidad política, que llamaremos municipio 
conforme a nuestra tradición histórica. Como lo enuncia la Constitu-
ción de la Provincia del Chaco, en Argentina: “Todo centro de pobla-
ción constituye un municipio autónomo…59.  

Pero por supuesto, para ello, es decir, para una reforma política de 
esta naturaleza, tenemos que pensar en otro municipio, para no despa-
rramar territorialmente la estructura burocrática local, mal y unifor-
memente concebida que tenemos en muchos de nuestros países y que 
lo que podría provocar es peor democracia. La diferenciación munici-
pal, entonces, es consustancial con la municipalización como instru-
mento para acercar el municipio al ciudadano; porque como ya lo 
hemos dicho más de una vez,  

“Un Municipio lejos de las comunidades y vecindades, como es en general el 
Municipio en nuestros países latinoamericanos, materialmente no sirve para 
nada bueno, ni para la participación política ni para la gestión eficiente de los 
asuntos locales, ni por supuesto, para la democracia”60. 

A nivel local, además, es donde florece la libertad en medio de la 
diversidad, y es donde en definitiva en un mundo cada vez más globa-
lizado como el actual, el hombre, el ciudadano común encuentra su re-
fugio e identifica el lugar de su pertenencia. Los hombres tenemos que 
                                           
59  Artículo 182. Citado por Augusto Hernández Barrera, “Objetivos inéditos de la cate-

gorización municipal” en Luis Villar Borda et al, Problemática de los Pequeños Municipios 
en Colombia ¿Supresión o reforma?, Universidad Externado de Colombia, Bogotá  2003, 
p. 108. Véase además, Augusto Hernández Becerra, Ordenamiento y desarreglo territorial 
en Colombia, Instituto de Estudios Constitucionales Carlos Restrepo Piedrahita, Bogotá 
2001. 

60  Véase el texto en Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre el constitucionalismo en Amé-
rica, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2001, pp. 127 y ss. 
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terminar de constatar que en definitiva, frente a la incontenible tenden-
cia hacia la globalización, que está allí y aquí, basada en lo trasnacional 
y en la integración de los países, que produce ese proceso de unifor-
mismo personal, que desdibuja la singularidad de las personas o que 
despersonaliza al individuo, que todos captamos; frente a ello, se ha 
venido desarrollando en paralelo otra tendencia mundial pero hacia la 
lugarización, basada en el rescate de los “lugares”,  donde se identifica 
la singularidad de las personas, es decir, se vuelve a la persona, en su 
pertenencia a un lugar, donde se revaloriza lo “lugareño” y la vecin-
dad. Eso lo han llamado los europeos como regionalismos o localismos; 
pero como “lugarización” lo ha destacado magistralmente Francisco 
González Cruz, rector de una de la Universidades privadas ubicadas 
precisamente en uno de esos tantos lugares del interior de nuestros 
países, en este caso, de la Universidad Valle del Momboy, en Valera, 
Venezuela. En un  libro que tiene el sugestivo título Globalización y Lu-
garización, editado precisamente “en la villa de San Roque de La Que-
brada Grande”, “su lugar”- como él lo dice-; define la “lugarización” 
como “todo proceso que revaloriza lo local”; y el “lugar”, como “el es-
pacio territorial íntimo y cercano donde se desenvuelven la mayor par-
te de las actividades del ser humano”; o la “comunidad definida en 
términos territoriales y de relaciones humanas, con la cual la persona 
siente vínculos de pertenencia. Puede ser una aldea, un pueblo, un ba-
rrio o un condominio. Siempre será, necesariamente, un espacio geo-
gráfico limitado en tamaño, de tal manera que la gente pueda estable-
cer relaciones interpersonales61. Y allí, en definitiva, es donde se puede 
efectivamente participar desde el punto de vista político. 

En todo caso, ha sido la organización política de la lugarización, la 
que precisamente y sin duda, ha sido la característica fundamental del 
mapa municipal de Europa durante los últimos 200 años; es esa lugari-
zación la que justifica los más de dos mil municipios de Castilla y 
                                           
61  Francisco González Cruz, Globalización y Lugarización, Universidad Valle del Momboy, 

Centro Iberoamericano de Estudios Provinciales y Locales, Universidad de los Andes, 
La Quebrada, 2001. 
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León; y es esa abundancia de Municipios, incluso, lo que permite in-
cluso racionalizarlos, por lo que algunos de los países europeos se han 
dado el lujo de reducirlos. En esto, por ejemplo, en las últimas décadas 
la vanguardia la lleva Suecia: de los 2500 municipios que tenía en 1943 
pasó a 800 en 1952, y a 278 en 1974. Pero en nuestros países iberoame-
ricanos, donde al contrario tenemos que multiplicar las autoridades 
locales, una política de reducción como esta no sería otra cosa que un 
verdadero “genocidio municipal”, como acertadamente Jaime Castro 
calificó el intento que se hizo en Colombia, en 2001, con el Proyecto de 
Ley 041/01, que proponía la desaparición de materialmente la mitrad 
de los 1067 municipios colombianos, aquellos que tenían menos de 
14.000 habitantes, advirtiendo entre otras cosas, que en Colombia “los 
municipios son el Estado –la única presencia del Estado- en extensas y 
abandonadas regiones del país”, por lo que lo que habría que hacer, al 
contrario, es “fortalecer y transformar el pequeño municipio [para] 
convertirlo en herramienta eficaz de una política de poblamiento terri-
torial y de ocupación continua del espacio físico62.  

De allí la enorme revalorización que requiere en nuestros países el 
tema del pequeño municipio rural, como parte del proceso de descen-
tralización político-territorial, para asegurar no sólo la presencia del 
Estado en el territorio, sino para hacer posible la participación demo-
crática, partiendo de la necesaria diversidad que deben tener las enti-
dades locales; es decir, todo lo contrario al uniformismo organizacio-
nal.  

Ese nuevo “Municipio lugarizado”, como lo ha advertido Fortuna-
to González Cruz, también profesor de derecho administrativo y ex Al-
calde de Mérida, Venezuela, debe ser apropiado a la realidad social y 
espacial que representa, con una organización municipal “heterogénea, 
adaptada a las necesidades de cada comunidad” y que de origen a la 
necesaria diversidad municipal en el territorio, debe además tender a 

                                           
62  Jaime Castro, La cuestión territorial, Editorial Oveja Negra, Bogotá 2003, pp. 136-

137. 
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ser un “Municipio sostenible por la propia economía local, de manera 
que su estructura burocrática y sus gastos ordinarios de administración 
sean pagadas con ingresos propios”63.  

 

 

 

                                           
63  Fortunato González, Un Nuevo Municipio para Venezuela, Centro Iberoamerica-

no de Estudios Provinciales y Locales, Universidad de los Andes, Mérida, 1998, 
p. 89  


